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PRESENTACIÓN 


La investigación sobre las dinámicas de los conflictos sociales y políticos 
es la aplicación de una metodología y un marco conceptual de análisis en 
un territorio en particular: el Macizo Andino Narinense. El trabajo busca 
recoger los esfuerzos ciudadanos en la comprensión de los conflictos y 
su transformación para construir la paz. 





En este territorio ha tenido lugar un proceso organizativo de probada 
trayectoria y reconocimiento. Es un proceso abierto a la construcción de 
propuestas ambientales, de equidad de género, exigibilidad de derechos y 
de promoción de economías campesinas. 


Desde el plano local y comunitario, ha tomado forma un proceso que 
plantea alternativas reales y sostenibles de vida para los habitantes del 
Macizo Nariñense, nacido de una experiencia colectiva de cerca de 15 
años, en un contexto de conflicto social y armado. 


El desarrollo de capacidades regionales para transformar conflictos de 
diverso tipo en oportunidades de construcción de paz y desarrollo es to- 
davía más necesario, innovador y promisorio en el marco de la concreción 
de las negociaciones entre el Gobierno nacional y los grupos guerrilleros. 





El documento que se presenta hace énfasis en las propuestas de este 
proceso organizativo para construir la paz: de fondo aparece un pasado 
reciente de conflicto social y armado, y se evidencian algunas singulari- 
dades políticas del Macizo Andino en el contexto nariñense. 


Los énfasis de esta investigación ubican su importancia más allá del plano 
meramente académico. No es entonces un trabajo clásico de refutar o 
validar hipótesis ni se inscribe en una discusión permanente de expertos 
temáticos: aunque puede contribuir a ampliar algunos conocimientos 
sobre los temas que aborda y formula inquietudes para futuras investi- 
gaciones. Su ánimo e importancia están, sin embargo, en dar a conocer y 


comunicar sobre una experiencia organizativa a un público amplio. AS 















0 INTRODUCCIÓN 


El papel que pueda cumplir la sociedad civil en situaciones de conflicto 
armado es un aspecto novedoso, por su actualidad y vigencia, impulsado 
desde las regiones hace cerca de treinta años! Desde distintos sectores 
y espacios locales y departamentales, las organizaciones sociales, imsti- 
tuciones privadas y organismos no-gubernamentales han reconocido e 
impulsado el protagonismo de los habitantes en el análisis y la creación 
de propuestas para la superación de situaciones de crisis institucional y 
humanitaria generadas por el conflicto armado. Lo que en un principio 
fueron tímidas iniciativas civiles en apartados lugares de nuestra geogra- 
fía constituyen hoy un acumulado importante de experiencias y aprendi- 
zajes en amplios territorios que posibilitarían la organización y el sosteni- 
miento de espacios de convivencia y desarrollo incluyente en un periodo 
de posconflicto. Sus protagonistas efectivos han sido las comunidades y 
los Gobiernos que han sufrido y conocen los pormenores de la violencia. 











De esta forma, la aplicación de una metodología y un marco conceptual 
de análisis en una región en particular, el Macizo Andino Nariñense?, tuvo 
como objetivo recoger los esfuerzos de organizaciones sociales en la 
comprensión de los conflictos y su transformación para construir la paz. 
Estos son ejercicios prometedores en distintos contextos socio-espa- 
ciales y abordajes temáticos”. Dado el impulso reciente de las negocia- 
ciones entre el Gobierno nacional y los grupos querrilleros*, el desarrollo 
de capacidades regionales para transformar conflictos de diverso tipo 














1 Experiencias como el Comité de Derechos Humanos del Carare-Opón o la 
Asociación de Trabajadores y Campesinos del Carare, en el Magdalena Medio, son 
apenas dos de las más antiguas iniciativas al respecto. 


2 Los municipios del convenio son: San Juan de Pasto, Arboleda-Berruecos, Co- 
lón-Génova, La Unión, Los Andes-Sotomayor, Sandoná, San Lorenzo, San Pablo, 
Taminango y Yacuanquer. No todos ellos pertenecen al macizo. 

3 Culturales, ambientales, de género, étnicos, territoriales, educativos, etc. 


4 Negociación pública con las FARC desde octubre de 2012. Ciclo exploratorio con 
el ELN desde enero de 2014. 
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en oportunidades de construcción de paz y desarrollo es todavía más 
necesario, innovador y promisorio. 


De igual forma, escoger al Macizo Andino Nariense para adelantar los 
ejercicios mencionados es un acierto, dada la probada trayectoria de 
algunos movimientos sociales (campesinos e indígenas) del territorio”. Un 
contexto organizativo maduro y abierto a nuevos enfoques y a buscar 
oportunidades para la paz y el desarrollo es determinante en las posibi- 
lidades de transformar un estudio social en insumo para la construcción 
de propuestas de equidad de género, exigibilidad de derechos y de pro- 
moción de economías campesinas y, también, incide en la probabilidad 
de éxito en su implementación como referente de políticas públicas. Por 
esto, el enfoque teórico y metodológico propuesto aquí atiende con igual 
interés a estos imperativos de orden práctico y ético. AS 








5 Basta mencionar la experiencia del Comité de Integración del Macizo Colombiano 
(CIMA), constituido hace cerca de 25 años. 






MARCO TEÓRICO 


Como se sabe, el conflicto armado interno colombiano es un fenómeno 
que se ha prolongado por más de cincuenta años: sin embargo, en este 
lapso ha mutado en consonancia con los cambios sociales, económicos 
e institucionales del país (Gutiérrez, 2015; García, 2014). 


Al mismo tiempo, este conflicto ha sido un recolector de tensiones so- 
ciales y políticas que brotan en distintos territorios. no se ha dado en 
un vacío de participación ni se ha nutrido de sí mismo. Son distintos los 
actores colectivos que directa o indirectamente han participado en él; no 
solamente quienes portan armas. Ha sido, por esto, una guerra a la vez 
política y social, a la que no le han hecho falta, tampoco, justificaciones 
ideológicas (García, 2014, pp. 10-11). 


Este marco de análisis es apropiado para comprender lo sucedido en la 
historia reciente del Macizo Andino Nariñense (Gutiérrez, 2015). Valga 
decir que, en este territorio, el conflicto armado ha tenido un peso signi- 
ficativo en la vida política y social; ha sido ineludible también para calificar 
en ellos la presencia institucional y la construcción de estilos de creci- 
miento económico (Uribe, 2013). Con la afortunada variante de que este 
fenómeno no causó estragos similares a otras microrregiones en Nariño. 





Así, el Macizo Andino Narimense muestra, de una parte, la centralidad 
del conflicto armado como recolector de tensiones y conflictos de ca- 
rácter social y político. Algunas fases de la historia de este territorio: el 
poblamiento, la posesión de la tierra, el establecimiento de economías 
campesinas, la marginación de las comunidades, las disputas por el poder 
político y social, los intentos de implantar economías mineras, etc. han 
estado asociadas, de una u otra forma, al conflicto armado. No obstan- 
te, al mismo tiempo, la fortaleza de la organización social, encabezada 
por mujeres y productores agrícolas, ha sido la contracara del mismo 
fenómeno dado que se convirtió en un referente clave que frenó el des- 
plazamiento masivo de los habitantes y permitió la reconstrucción de 
identidades colectivas (ambientales, étnicas, culturales, campesinas, de 
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género) y proyectó, a nivel regional y departamental, propuestas ligadas 
a iguales identidades. 


Por lo anterior, es posible que aunque los grupos armados irregulares 
(guerrillas y paramilitares) y el Estado hayan puesto en marcha, de manera 
consciente y simultánea, “estrategias” (García, 2014, p. 11) para consolidar 
su poder, ganando la voluntad y la obediencia de la mayor cantidad posi- 
ble de sectores organizados de la población civil en Nariño: en el Macizo 
Andino sobresale una importante tendencia organizativa que marca dis- 
tancia con estos intentos de subordinación a las lógicas de confrontación 
armada. Por eso, sería más acertado analizar lo sucedido allí como parte 
de la tradición de estudios sobre movimientos o movilizaciones sociales 
regionales (Archila, 2005): tema en el que este departamento guarda una 
importante tradición. Esta tendencia organizativa territorial y campesina 
parece consolidarse a pesar de la persistencia de hechos relacionados 
con la violencia socio-política y el conflicto armado”. Estos ingredientes 
matizan las dimensiones político-sociales que pueda presentar el con- 
flicto armado en Nariño; donde antes que el dominio territorial o la ob- 
tención de rentas coercitivas, es posible advertir, como en otras regiones 
del país, el ascendiente de los actores en armas sobre los pobladores y la 
injerencia en sus relaciones comunitarias y sociales cotidianas?. 

















Así pues, además de lo que podrían denominarse componentes "estruc- 
turales” del conflicto armado, aplicables a todo el país, incluido Nariño 
(García, 2014; González, 2014; Aponte, 2016), relacionados con los intere- 
ses y las estrategias de los actores confrontados o con la historia social 
y política de las regiones, se puede sustentar aquí el surgimiento de un 
movimiento social en el Macizo Andino con propuestas políticas de orden 
regional y nacional. Aspecto que puede enriquecer la diversidad de estu- 
dios regionales, y marca, sin duda, un referente en muchos otros sentidos 


(histórico, ambiental, social, cultural, político, etc.). AS 








6 Investigaciones posteriores podrán indagar sobre estas temáticas; por ahora, 
basta decir que en esta parte de Nariño, a diferencia de otras microrregiones 
del mismo departamento, los campesinos conservan buena parte de sus valores 
comunitarios. Algunos procesos corrosivos de estos valores, como por ejemplo 
la siembra y procesamiento de coca, no han tenido espacio ni posibilidad de 
realización. Este solo ejemplo ilustra sobre la fortaleza de la identidad y el proceso 
organizativo. 


7 Ver infra, título: "Población civil y conflicto armado". 


8 Las relaciones precisas entre alzados en armas y comunidades es otro tópico del 
conflicto que podría estudiarse más a fondo en otra investigación. 





qe 
RN 


¿METODOLOGÍA 


Se propuso una metodología de análisis participativa y empírica, ejecu- 
tada en el territorio mismo. Participativa porque aspiraba a captar los 
sentidos colectivos construidos y atribuidos por sus habitantes a los he- 
chos más significativos de su historia reciente. Empírica porque enfrentó 
un acumulado de información (oral y escrita, documental y estadística) 
con el propósito de imprimirle coherencia interpretativa, en beneficio del 
interés común de los mismos habitantes. Indagar por la naturaleza de 
este interés también hizo parte de la investigación. 








En la práctica, metodología y teoría se integraron en el análisis de los 
hechos. La delimitación, caracterización, análisis y crítica de estos cons- 
tituyó el foco interpretativo y comprensivo de la investigación. La idea 
fue dar sentido a los hechos mismos una vez fueron señalados por los 
propios actores sociales. 


En otras palabras, fue una metodología que se construyó al tiempo que 
se exploraba y se indagaba por las valoraciones colectivas de los he- 
chos. Se apeló a la memoria. En consecuencia, las interpretaciones y la 
comprensión derivadas de estos hechos, se compenetran con el sentido 
atribuido por sus protagonistas sociales y comunitarios. Por momentos, 
podría entenderse como un ejercicio hermenéutico de testimonios ora- 
les y escritos. 


Territorio 


En esta investigación se toman 10 municipios de Nariño (tabla 1 y figura 1), 
que corresponden a aquellos dónde ha tenido lugar el proceso organiza- 
tivo liderado por Fundesuma en los últimos trece o catorce años (2002- 
2015), aunque la historia se pueda retrotraer hasta 1999. Sin embargo, 
para efecto de un análisis más amplio referido a todo el departamento, 
se asumen por momentos dos clasificaciones hechas por el Instituto 
Geográfico Agustín Codazzi (IGAC): estas son: las provincias fisiográficas 
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y las microrregiones o subregiones (figura 2). Las provincias son tres: la 
Llanura del Pacífico, conocida como Costa o Andén Pacífico: la Montaña 
Nariñense, denominada con frecuencia Sierra o Andes; y el Piedemonte 
Amazónico. Cabe anotar que los 10 municipios que nos ocupan se en- 
cuentran localizados en la Montaña Narinense. Al mismo tiempo están 
las trece microrregiones que agrupan a los 64 municipios del departa- 
mento con criterios sociodemográficos y económicos: Abades, Centro, 
Cordillera, Provincia de Obando, Guambuyaco, Juanambú, La Sabana, 
Occidente, Pacífico Sur, Piedemonte Costero, Río Mayo, Sanquianga y 
Telembí (figura 2). Los municipios conocidos en este proyecto como parte 
del Macizo Andino Nariñense están de igual forma incluidos en algunas de 
estas microrregiones (tabla 1). 








Con mayor precisión, en el análisis de las dinámicas de conflicto arma- 
do y de organización y movilización social, se alude por momentos a las 
categorías desarrolladas por el Agustín Codazzi. Este es un recurso me- 
todológico para explicar lo sostenido en el análisis y extenderlo a otros 
lugares del departamento. Sin embargo, se advierte la necesidad de crear 
divisiones territoriales (microrregiones) adecuadas y dependientes de los 
temas específicos abordados. La presente investigación no asumió esta 
tarea porque se circunscribe a 10 municipios del Macizo Narimense. 








e TABLA1 
Municipios, provincias y Microrregiones 


Municipios Macizo : Provincias : Microrregiones 
Andino Nariñense : fisiográficas E o subregiones 
Cinep/PPP IGAC IGAC 
E esa a o 
in O Contro 
A A O AA 
...3,..¿ Aiboleda - Berruecos 
A Juanambú 
5 : San Lorenzo : Montaña Nariñense 
6 : Colón-Génova : o Sierra 
O ARNO E R M 
e e 
.. 8, .¿ Los Ándes - Sotmayor 3 AO II 
9 : Sandona : Occidente 
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FIGURA1 
Municipios de análisis 
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FIGURA 2 


Subregiones de Nariño 
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OSACUERDOS 
CONSTRUCCIÓN DE PAZ 


Durante la elaboración de este trabajo de 
; investigación, se realizaron entrevistas 

a líderes sociales con el fin de conocer 
: sus puntos de vista sobre los elementos 
fundamentales para la construcción de 
paz en el territorio, una vez firmados los 
: acuerdos de paz entre el Gobierno nacional 
: y las guerrillas (FARC y ELN); hecho que se 
: creía inminentemente finalizado en 2015”. 


Las conclusiones más importantes de estas entrevistas se incluyen a 
continuación, como base de las propuestas que al respecto pudieran 
construirse con participación social y comunitaria. 


Memoria y verdad 


En primera instancia surge la necesidad de reconstruir la historia del 
conflicto armado desde la perspectiva de las víctimas. Hasta finales 
de la década de 1990, Nariño era un territorio relativamente aislado de 
las dinámicas que este tipo de conflicto mostraba en otros territorios, 
incluso limítrofes (Cauca y Putumayo); pero, poco a poco, se vio involu- 
crado con matices por municipios y regiones naturales (Llanura Pacífica, 
Piedemonte Amazónico y Montaña Nariñense). Así, reconocer las formas, 
dinámicas, matices, responsables y consecuencias de lo vivido es una 


9 Ciertamente, en diciembre de este año, se cerraba con éxito el acuerdo sobre 
víctimas en La Habana y se anunciaba la apertura de la fase pública de negociación 
con el ELN. 
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exigencia de las organizaciones sociales. Hasta ahora se sabe muy poco 
al respecto y se teme que la voz y la memoria de las víctimas sean su- 
plantadas por intereses ajenos al territorio*”. Todavía más grave, hechos 
como los ocurridos en el pasado (asesinatos selectivos, desapariciones, 
amenazas, desplazamiento, confinamiento, etc.) pueden repetirse dado 
que aún permanecen los grupos paramilitares en el departamento", solo 
que han cambiado su manera de actuar!” Cabe recordar también que, en 
2012, las FARC mantenían un alto nivel de confrontación con las fuerzas 
armadas y que el ELN no ha pactado u ofrecido algo parecido a un cese 
del fuego y de hostilidades con el Gobierno. 











Lo dicho hasta ahora sobre el conflicto armado en Nariño concuerda con 
lo sostenido por los organismos gubernamentales: ha sido la verdad ofi- 
cial. Sin embargo, han estado asuntes los relatos y las verdades sentidas 
por sus habitantes en los lugares más apartados y olvidados. En buena 
medida, las víctimas no han contado su versión de los hechos. Urge en- 
tonces la realización de esta tarea, sobre todo en el intento de ligar los 
relatos del conflicto a la historia de las comunidades y el territorio: una O 
distintas historias del conflicto donde se entronice la memoria, el sentir y 
los intereses de los habitantes, en particular de los más humildes. 











Los relatos de la vida en comunidad antes y después del ascenso del con- 
flicto armado deberían ser la base de las historias que se reconstruyan. 
Hasta ahora no se ha escuchado a las víctimas, los resultados de algunas 
investigaciones publicadas responden más a formatos preestablecidos 
por las entidades financiadoras y a los prejuicios de los mismos investiga- 
dores, no a la constatación rigurosa y a la paciencia de escuchar y com- 
prender los argumentos de sus habitantes. Las investigaciones deben 
fijarse claramente el propósito de descubrir realidades y hechos: por el 
momento, parecen más afanadas por confirmar tesis. Incluso se percibe 
cierta prepotencia en aquellos que pretenden enseñar desde fuera sobre 
lo ocurrido en Nariño en razón del conflicto armado. De la misma forma, 





10 El Centro Nacional de Memoria Histórica viene adelantando investigaciones que 
sin duda contrarrestarán este riesgo. 





11 Se sabe de la existencia de por lo menos seis estructuras de este tipo en cerca d 
15 municipios de Nariño. Ver infra, título: "Población civil y conflicto armado”. 


12 Como se muestra abajo, han pasado del énfasis militar a la forma de grupos dedi- 
cados a la extorsión, narcotráfico, microtráfico, inserción en redes de poder local 
y regional, etc. 
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debe darse cabida a la academia departamental en este esfuerzo por dar 
a conocer la verdad o las interpretaciones históricas: desde este ámbito 
se pueden hacer aportes investigativos. Como en otros aspectos de la 
vida institucional, en la reconstrucción de la memoria podría prevaler 
también un sesgo centralista: por este camino se corre el riesgo de fal- 
sear lo ocurrido o ponerlo al servicio de intereses extraños al territorio. 
Las organizaciones y comunidades pueden asumir la función de orientar 
y dar sentido a la reconstrucción de sus memorias: pero, sobre todo se 
necesita generar un gran debate público sobre los orígenes, naturaleza, 
características y consecuencias del conflicto armado que involucre a víc- 
timas, comunidades, grupos étnicos, investigadores, académicos, líderes 
sociales, élites, actores directos y gobernantes. 








Pedagogía de la paz y negociación 
con todas las guerrillas 





La difusión del contenido de los acuerdos de La Habana y la integración 
del ELN al proceso de paz son elementos fundamentales para poner fin 
al conflicto armado en el territorio. Por una parte, ha habido desconoci- 
miento, desinformación y tergiversación sobre lo pactado entre el Go- 
bierno nacional y las FARC: por otra parte, el ELN mantiene una apreciable 
presencia militar y sobre todo influencia política en algunos municipios y 
en ámbitos sociales del departamento, de manera que su marginación del 
proceso de paz genera incertidumbre. En realidad, el conflicto armado en 
Nariño no cesa: la persistencia de estructuras armadas de paramilitares 
(Rastrojos”, los del Ejido”, "los de Policarpa”, “Urabeños” o “Clan Úsu- 
ga”*, etc.) aumenta los temores debido a que conservan, en buena parte, 
los mecanismos que hacen posible el narcotráfico y mantienen estrechas 
relaciones con organizaciones internacionales del crimen*. En caso de 
una desmovilización de las FARC, estos grupos paramilitares podrían lle- 
nar los espacios físicos y de mediación económica y política que deje la 
guerrilla: igualmente, el ELN seguiría en su empeño de mantenerse en ar- 
mas y ampliar su influencia en los mismos espacios. En el mismo sentido, 




















13 En el municipio de Cumbitara. 
14 En el municipio de Roberto Payán. 


15 Se ha especulado, por ejemplo, sobre los nexos de los denominados “Rastrojos” o 
el "Clan Usuga"” con el Cartel de Sinaloa. 
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se expresan dudas sobre el comportamiento de segmentos de la policía 
y las fuerzas militares, involucradas con alguna frecuencia en actividades 
criminales (narcotráfico, microtráfico, corrupción). 





En tales circunstancias, sobresale el escepticismo sobre el futuro del 
proceso de paz o la concreción de los acuerdos de La Habana. La fi- 
nalización del conflicto armado entre el Estado y las FARC podría no 
significar el cierre de la violencia político-social ni la tramitación de 
otro tipo de conflictos por mecanismos institucionales legales. Inclu- 
so algunos sostienen que los grupos paramilitares en el departamento 
no harán nada para impedir el tránsito de los militantes de las FARC 
a la vida civil porque la firma de los acuerdos constituye la posibilidad 
efectiva de recomponer el cuadro de poderes territoriales en amplios 
espacios marginados del control gubernamental. A la vuelta de cuatro o 
cinco años, estos grupos podrían manejar todo el circuito de producción 
y comercialización del alcaloide en el país y estrecharían vínculos con 
carteles internacionales del narcotráfico. Igualmente, se constituirian 
en un poder en la zona de frontera, lucrándose de distintas formas de 
contrabando y criminalidad. 





La realización de este escenario supondría el fracaso de los acuerdos entre 
el Gobierno y las FARC. Los vacios de autoridad y regulación institucional 
abrirían paso a la aparición y fortalecimiento de nuevas formas de po- 
der ilegal. Estos poderes acudirían a otros mecanismos coercitivos para 
mantener el control sobre la población civil y ampliar su influencia en los 
niveles locales y regionales del Estado. En otras palabras, se asistiría a una 
crisis permanente del Estado por razones distintas al conflicto armado, 
pero igualmente lesivas para los habitantes del territorio. En este mismo 
escenario podrían fomentarse nuevas formas y dinámicas de violencia. 











En el periodo posterior a la firma de los acuerdos e inmediatamente 
después, el Estado no solo debe ampliar su presencia sino cambiar radi- 
calmente su naturaleza en el territorio. En pocas palabras, es prioritario 
que este y los Gobiernos nacionales venideros definan con claridad el 
conjunto de aliados y los intereses que promoverán en los municipios y 
departamentos para construir una paz estable y duradera. Estos aliados e 
intereses son las comunidades y los Gobiernos locales de origen popular. 





El texto de los acuerdos de La Habana supone la dispersión del poder 
en los territorios, el fortalecimiento de nuevas formas organizativas y de 
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participación efectiva. Esto pasa por crear economías locales más pro- 
ductivas e integradas, promover nuevos liderazgos sociales y empresaria- 
les, dar seguridad a la propiedad campesina y comunitaria, crear nuevas 
territorialidades basadas en las identidades étnicas y culturales, abrir los 
espacios electorales a otros movimientos y partidos para que asuman 
responsabilidades de gobierno, poner en marcha políticas públicas que 
beneficien a la población víctima, dar fuerza decisoria a la participación 
ciudadana, etc. De mantenerse el apoyo irrestricto a los intereses trasna- 
cionales que asoman en los territorios, como por ejemplo, las empresas 
mineras, el mensaje a las organizaciones y comunidades de Nariño, y en 
especial del Macizo Andino, sería negativo en un contexto allende las ne- 
gociaciones de paz. 











La pedagogía de paz se traduce en decisiones políticas en beneficio de 
los habitantes del territorio. El texto de los acuerdos de La Habana puede 
resultar confuso o desconocido para la mayoría, o incluso tema de exper- 
tos, como sucede con el punto de víctimas. En este sentido, la explica- 
ción y difusión de sus contenidos debe acompañarse de trasformaciones 
efectivas, sobre todo en los meses posteriores a la firma. El centro de 
gravedad de la paz está en las zonas afectadas por el conflicto, no en 
las oficinas del Gobierno en Bogotá. De otra forma, tomará carrera la 
incredulidad y pesimismo. 








El hecho de que el ELN no se haya incorporado formalmente al avance del 
proceso de negociación constituye un factor de peso en el macizo. Esta 
guerrilla ejerce influencia y sus decisiones inclinarán en un sentido u otro 
la suerte de los acuerdos entre el Gobierno y las FARC. El Estado se debe 
acercar a los territorios con una nueva actitud de contacto permanente, 
con un rostro más civil, dotado de mayores recursos para la inversión: 
las alcaldías, por su parte, deben tener mayores capacidades administra- 
tivas, técnicas y presupuestales. 








Dar un nuevo contexto institucional y social a los acuerdos en los te- 
rritorios resulta fundamental, máxime cuando se sabe de una campaña 
de desinformación, a nivel local y por redes de información, sobre el 
proceso de negociación. Abiertamente se miente sobre lo ocurrido en 
La Habana con el objetivo de promover corrientes de opinión y com- 
portamientos colectivos contrarios a la concreción de los acuerdos. En 
el futuro próximo esta conjunción de tensiones podría desembocar en 
más violencia. 
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Luchas sociales, organización y territorio 


La historia de Nariño está impregnada de levantamientos contra el poder 
central. Durante décadas se ha gestado un espíritu de autonomía y distin- 
ción en el contexto nacional. Estas características pesan en la trayectoria 
de los Gobiernos departamentales y las organizaciones sociales: aunque 
la historia política reciente del Macizo Andino no muestra la eclosión de 
movimientos políticos alternativos!*?, en cambio, ha sido rica en manifes- 
taciones sociales y culturales de orden local y regional. En este último 
sentido guarda una profunda conexión con otras manifestaciones en el 
contexto narmense. 





Ciertamente, en el contexto departamental, una rápida indagación mues- 
tra que, por lo menos desde 1968, es posible tejer un continuo de moviliza- 
ciones, paros y luchas sociales de diverso tipo en Nariño”. Esto apenas en 
la historia reciente del departamento. Los reclamos por mejor prestación 
de servicios públicos e infraestructura física (vial y social), las movilizacio- 
nes y paros de los trasportadores, las gestiones para la construcción de 
la refinería de Tumaco y las protestas estudiantiles son apenas los hechos 
más visibles hasta mediados de los años setentas (Hernández, 2015, p. 78). 
Desde entonces, también han sido muy significativas las luchas del ma- 
gisterio, reunido en Simaná, en defensa de la educación pública. A estas 
luchas se sumaron pronto las de carácter laboral y campesino. Un amplio 
espectro de organizaciones y luchas urbanas y rurales se fue desarrollan- 
do en el departamento desde finales de los años setenta!*. Así, a lo largo 
de las décadas siguientes, de 1980 y 1990, aparecen los movimientos y las 
luchas sociales ligadas a expresiones de tipo político y regional (Unidad 
Cívica e Inconformes de Nariño, Alianza Democrática M-19, etc.). A esto 
se agregaron los paros campesinos que buscaban protección guberna- 
mental para su producción y exigían desarrollo regional, entre 1991 y 1996. 
Cabe recordar también el impacto de las movilizaciones de cientos de los 
cultivadores de coca desde la segunda mitad de la década de 1990: en 
especial, en límites con Putumayo y en el Pacífico. Finalmente, desde 1996, 
está la organización y las actividades de las comunidades campesinas e 
indígenas del Macizo Andino Narinense y Caucano. 




















16 Ver infra, título: “Política y elecciones”. 
17 Invasiones de predios: toma y bloqueos de edificaciones y espacios públicos. 


18 El paro cívico nacional de septiembre de 1977, el paro cívico de Nariño de 1978 y las 
luchas de la Liga Campesina del Sur de Nariño y Putumayo (Hernández, 2015, p. 78). 
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Este proceso organizativo liderado, primero, por Fundecima*” y luego por 
Fundesuma”” en Nariño, se ha centrado en una serie de demandas y accio- 
nes de carácter campesino y territorial. Con precisión, desde 1999, cuando 
ocurre la primera gran movilización del suroccidente colombiano, cerca 
de 12 municipios del nororiente de Nariño se articulan al proceso iniciado 
años atrás, en 1993, por el Comité de Integración del Macizo Colombiano 
(CIMA). Lo que en un principio fueron peticiones de desarrollo al Gobierno 
central y de control a las inversiones de los presupuestos municipales, 
se trasformó, con el correr del tiempo y la maduración del proceso or- 
ganizativo, en propuestas y realizaciones en medio ambiente, agricultura 
orgánica, seguridad alimentaria, economía campesina, trabajo con mujeres 
y jóvenes, derechos humanos y construcción de paz. En ese trasegar se 
prestó mucha importancia al cumplimiento de los acuerdos alcanzados. 











El trabajo comunitario iniciado a comienzos de la década de 2000, con 
las propuestas y realizaciones señaladas arriba, permitió a los participan- 
tes hablar de cultura, territorio, vida e identidad. Estos tres elementos 
constituyen una unidad en el imaginario organizativo del Macizo Andino 
Nariñense, se explican y refuerzan mutuamente; constituyen el punto de 
referencia para la acción frente al Estado y otros actores e intereses con 
quienes se relacionan. A nivel político, esta unidad se traduce, a su vez, en 
dos propuestas: el reconocimiento del campesino como sujeto social de 
derechos y la creación de los territorios campesinos agroalimentarios. 
Derechos específicos para una categoría social amenazada y territorios 
donde reconocerse, vivir y hacer realidad estos derechos. Estas propues- 
tas no solo se han socializado en municipios como San Pablo, La Unión, 
San Lorenzo, Colón, laminango, Sandoná, Arboleda, El Tablón de Gómez, 
Los Andes, Yacuanquer, los lugares más activos en las luchas sociales, 
sino que se extienden hoy a todo el Macizo Nariñense. 





El campesino es un grupo humano diferenciado, amenazado hoy por al- 
gunas tendencias económicas de la globalización y que, en circunstancias 
muy específicas del país, ha sido víctima de despojo, persecución, des- 
conocimiento, burla y violencia. Aspirar a ser sujeto social de derechos 
significa dignificarse y vindicar un estilo de vida y de cultura en un terri- 
torio ancestral. En 2009 se formaliza esta propuesta de reconocimiento 


19 La Fundación Estrella Orográfica del Macizo Colombiano nace en 1997. 


20 La Fundación para el Suroccidente y Macizo Andino Colombiano nace entre 2002 
y 2003. 
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de los derechos del campesino y desde entonces se ha levantado frente 
al Estado colombiano con pretensiones de territorialidad, autonomía y 
gobierno. La misma propuesta ha ido ganando legitimidad y aliados en 
el Macizo Andino, con otros actores sociales y políticos locales, como 
resultado más palpable de las luchas sociales y comunitarias de los cam- 
pesinos en más de veinte años. 





Ciertamente, estas propuestas difieren de las Zonas de Reserva Campe- 
sina (ZRC), consignadas en el primer punto de los acuerdos de La Habana 
sobre reforma rural integral, pero sufren un trámite que podría darles 
un estatuto equiparable o mayor como formas de territorialidad, orga- 
nización, identidad e, incluso, de gobierno civil en algunas regiones del 
país. Las mismas propuestas llaman a un replanteamiento del tema del 
ordenamiento territorial y podrían inducir a cambios o trasformaciones 
de importancia en la conformación y funcionamiento de los municipios y 
los departamentos. Sin duda, podrían ser un punto en la eventual agenda 
de negociación entre Gobierno y ELN, como expresión de las organizacio- 
nes y la población civil de Nariño y otros departamentos del país, e incidir 
en un contexto de posacuerdos. 








Territorio, economía campesina 
y seguridad alimentaria 


Como en otras partes del país (Briceño, 2016), en el Macizo Andino Nari- 
ñense se han logrado construir imaginarios de región desde la perspec- 
tiva de las comunidades organizadas. Estas, con métodos participativos 
del nivel sub-municipal (veredas, centros poblados) y asumiendo retos 
de manera escalonada en sus propuestas y niveles de trabajo (de géne- 
ro, ambiental, ecológico, productivo, político), han alcanzado un nivel de 
integralidad en lo hecho. Este ha sido un logro destacado en medio de la 
violencia política y el conflicto armado. Como lo señala Luis H. Briceño 
(2016), para el Magdalena Medio: 





En este sentido se ha hecho una construcción participativa del 
territorio desde lo veredal, lo municipal y lo regional, con base en 
procesos organizativos de las comunidades que no son otra cosa 
que la expresión y el resultado del enfoque territorial y sus atributos 
de participación, e inclusión social y productiva.(p. 28). 
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Esta aseveración es válida también para el Macizo Andino, aunque en 
circunstancias un tanto diferentes a las del Magdalena Medio. Otro tan- 
to podría argumentarse, por ejemplo, con lo ocurrido en Arauca, donde 
organizaciones de Fortul y Arauquita levantan propuestas similares. Con 
todo, las similitudes permiten pensar en el diseño y puesta en práctica de 
estrategias similares en territorios tan distantes, contando siempre con 
la participación protagónica de las comunidades organizadas. 








En este orden de ideas, es necesario fijar también la atención sobre los 
derechos de propiedad de los campesinos sobre la tierra. Sin este re- 
quisito no hay nada: ni noción de región y territorio, tampoco identidad; 
menos economías locales campesinas. Estos derechos se ven hoy ame- 
nazados con los proyectos mineros en el Macizo Andino Nariense”. La 
construcción de paz involucra el reconocimiento y el respeto por estos 
derechos ancestrales campesinos que no están totalmente formalizados 
porque, a pesar de la larga posesión y al ejercicio de actividades como 
legítimos propietarios, no cuentan todos ellos con escrituras públicas. 











Aun así, no es solo la aspiración a tener una escritura pública. La propie- 
dad sobre la tierra le permite al campesino construir o reafirmar lazos 
mucho más profundos con sus paisanos y con el territorio; entre estos, 
decidir sobre el uso productivo de la tierra y organizar una economía local 
con principios como la seguridad y la soberanía alimentaria. No se trata 
de imponer desde las instituciones de orden nacional cultivos altamente 
competitivos a nivel internacional y de promisorios mercados: ante todo, 
se debe partir de la cultura productiva del territorio y atender los conoci- 
mientos de sus habitantes sobre los productos que se vayan a impulsar. 
Modernizar la producción o ser más competitivos no significa arrasar 
con prácticas y valores campesinos. Como lo subraya Briceño (2016, p. 
29): no se trata solo del establecimiento técnico de un cultivo sino de su 
orientación integral, en términos de los distintos objetivos estratégicos 
que se quieren obtener. Con esto se alcanza un carácter participativo en 
el proceso y una relativa autonomía de las decisiones de las comunidades 
frente a los responsables de los programas gubernamentales para el agro. 

















En esta misma argumentación, ensayada por Luis H. Briceño, se debe 
decir que cada proyecto productivo toma características distintas que 


21 Ver infra, título: "El proceso organizativo”. 
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dependen del territorio y las organizaciones que lo ponen en marcha. 
Aspectos de índole histórica y social no están al margen de lo que podría 
considerarse una formulación técnica de proyectos: todo lo contrario 
ocurre. Esta enseñanza, nacida en otras regiones, es válida también en 
el Macizo Andino Narimense. Así, es de esperarse que aspectos muy liga- 
dos a las tradiciones de participación e identidad comunitaria campesina 
sean aportes clave para alcanzar el éxito económico de los proyectos 
productivos que allí se emprendan. cabría mencionar, por ejemplo, las 
tradiciones alimentarias y el consumo de productos oriundos del te- 
rritorio, en modelos de finca campesina, como la base para incorporar 
nuevas tecnologías y técnicas agroecológicas y promover la mejora de la 
productividad. 

















Como fuere, el proyecto del Macizo Andino Nariñense podría recibir 
propuestas interesantes de entidades como Cinep/PPP u organismos y 
personas expertas en economía campesina con el objetivo de contribuir 
a impulsar las iniciativas y proyectos que en materia de producción cons- 
truyan las comunidades organizadas. Nuevamente, como lo advierte Luis 
H. Briceño (2016), distintas experiencias concretas en zonas de conflicto 
armado enseñan que: 











[..] los esfuerzos participativos y organizativos, no se pueden quedar 
en los límites estrechos de un proyecto sectorial. Es decir que, todo 





el esfuerzo organizativo en los proyectos regionales [..], trascendió 
en sus objetivos productivos o económicos, hacia aspectos de las 
otras líneas de interlocución [intervención], tales como derechos 
humanos o gobernabilidad democrática en las localidades o munici- 
pios. Era cierto encontrar que los líderes campesinos de un gremio, 





eran los mismos que formaban parte de los procesos de presu- 
puesto participativo, o de formación de administradores públicos 
locales, o eran líderes para la interlocución con el gobierno en temas 
como el desplazamiento forzado, la minería o la infraestructura de 
las vías terciarias. En todo caso, lo destacable es la intencionalidad 
de incidir en las decisiones sobre el desarrollo local, como sujeto 
social y político [..]. En este sentido, la asociatividad fue un medio 
importante para potenciar algún nivel de empoderamiento. Y los 
métodos de trabajo, como el intercambio de experiencias, también 
contribuyeron a ello. (p. 31) 
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Participación social y gobiernos locales 





A veces es perceptible cierta lejanía entre los gobiernos locales y las or- 
ganizaciones sociales en el Macizo Andino Narimense. Las raíces de este 
extrañamiento se hunden en la historia de esta parte del departamento” 
y con el tiempo han creado una dicotomía en la percepción colectiva de 
participación pública y política. Tanto es así que en la perspectiva de las 
comunidades, la verdadera participación tiene poco que ver con procesos 
electorales y la delegación en instancias de Gobierno local. El mundo de 
lo político estaría regido por una lógica: la vida comunitaria seguiría otro 
derrotero. Los Gobiernos municipales mostrarían estrechos límites para 
representar a sus habitantes. Aquí hay un punto sensible para la cons- 
trucción de paz en el territorio dado que no resulta fácil de superar esta 
dicotomía. En sentido inverso, las negociaciones de La Habana sobre el 
tema de participación parecen moverse para cerrar este distanciamiento 
entre lo político y lo social. 





Durante años, líderes campesinos han sostenido que los valores co- 
munitarios mantienen la cohesión y dan estabilidad a un grupo humano 
y por tanto deben ampararse con medidas que los estimulen y eviten 
su corrosión. En realidad, el trabajo comunitario ha sido la base para la 
construcción de espacios de relacionamiento en zonas apartadas, don- 
de los pobladores tienen que enfrentar diversas carencias materiales y 
dirimir conflictos. El Estado ha llegado tarde. Por consiguiente, proteger 
y mantener la estabilidad de las comunidades es básico para desarrollar 
cualquier proceso participativo y decisorio en ámbitos más amplios a los 
estrictamente comunitarios. Como se mencionó, identidad y territorio 
son otros componentes de esta estabilidad. 











En la misma perspectiva, construir confianza va de la mano con el cono- 
cimiento directo y personal de los habitantes. Existe cierta desconfianza 
con los mensajes o propuestas que vienen de afuera del espacio comuni- 
tario. Se privilegia la participación directa y efectiva de los asociados. En 
consecuencia, generar una auténtica participación de tipo político entre 
los pobladores supone coherencia con valores e intereses comunitarios 
y sociales. En especial, las inversiones gubernamentales deben beneficiar 
las expectativas comunitarias en sus lugares de residencia. Esta es una 
forma tajante de limitar la corrupción y fomentar el desarrollo. 











22 Ver infra, título: "Política y elecciones”. 
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Hasta hace poco tiempo las organizaciones sociales y comunitarias se 
alejaban del plano de participación y representación municipal. Por eso 
no consideran fundamental una incidencia directa en los procesos elec- 
torales. En cambio, fundamentaban la participación en la consulta e inje- 
rencia directa de los involucrados en los asuntos sociales y comunitarios. 
Así, tomaron paulatina importancia nociones como identidad, territorio, 
participación directa. 


Dada la pobreza o inoperancia de las administraciones locales, las or- 
ganizaciones comunitarias y sociales se volvieron proclives a apoyar 
procesos civiles que no tuvieran como anclaje único al municipio o inclu- 
so se desprendían de su autoridad. En ciertos casos, consideran la vida 
político-electoral como aliada de intereses paramilitares. 





Estas organizaciones son solidarias con nuevas visiones del ordenamiento 
territorial y político-administrativo. Ven con buenos ojos la conformación 
de otros tipos de territorialidades, vinculadas con identidades e intereses 
(étnico, social, ambiental, alimentario) distintos a los tradicionales (elec- 
torales) en municipios y los departamentos. 





De igual forma, las nuevas formas de participación y decisión están liga- 
das a la creación de nuevos territorios y territorialidades. También a la 
propiedad de los habitantes sobre la tierra. Prefieren formas más direc- 
tas de participación, atadas a otros intereses (económicos, ambientales, 
culturales y sociales) vinculados a los territorios. En este sentido, lo local 
y lo regional es fundamental. 





Por lo anterior, es probable que se propongan redefinir la noción de par- 
ticipación y organización política. Un alejamiento de la noción tradicional 
de partido político es también visible. Propenden por nuevos nexos entre 
lo social y político; entendido esto último (lo político) como manifestación 
concentrada de lo primero (lo social). 








De manera más amplia, es probable también que en su perspectiva esté 
presente una nueva forma de relacionamiento entre territorio, población 
y gobierno. Una población que permanece en un territorio sin el temor de 
ser desplazada por factores asociados a cambios económicos o de con- 
flicto. Un territorio que pertenece a quienes efectivamente lo habitan (co- 
munidades) y no a quienes desde la distancia lo administran en términos 
políticos (Gobierno central) o económicos (trasnacionales). Un gobierno 
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que se ejerce desde lo local (manejo fiscal, presupuestal, decisiones de 
inversión, tipo de desarrollo) y para quienes viven en el territorio. 











En esta perspectiva, las organizaciones propenden por una nueva ins- 
titucionalidad que desde lo local y lo regional organice al Estado y al 
Gobierno sobre el territorio. Donde las expectativas e intereses de los 
pobladores tengan efectos directos e inmediatos sobre las decisiones de 
los gobernantes. En otras palabras, un reordenamiento del poder político 
y económico al servicio de los habitantes de los territorios y no de inje- 
rencias mundiales o trasnacionales. Una confederación de territorios o 
una descentración extrema. 








Al mismo tiempo desean activar procesos endógenos (ambientales, 
culturales, económicos, sociales, etc.) que propendan por equilibrar las 
relaciones entre las provincias y los centros urbanos donde hasta ahora 
reside el poder político y económico. Modificar o revertir los procesos 
migratorios; estabilizar la residencia de los habitantes rurales; elevar su 
calidad de vida. Crear regiones con un mayor nivel de autonomía. 








Como se mencionó arriba, esta perspectiva organizativa puede coincidir 
en aspectos sustantivos con lo expresado por otras organizaciones en 
distintas partes del país como forma de participación de la sociedad en 
los procesos de negociación entre el Gobierno y las guerrillas. Esto de 
ninguna forma constituye un señalamiento: apunta más bien a encontrar 
puentes de relacionamiento entre aquellas negociaciones y los intereses 
de las poblaciones en territorios de conflicto. Podría ser también el prin- 
cipio de un reconocimiento estatal a nuevas realidades regionales en una 


etapa de posnegociación. ¿<a 
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El análisis que sobre este tema se ofrece fue elaborado 

a partir de las entrevistas efectuadas en Nariño y la 
información suministrada por el Banco de Datos de 
Derechos Humanos y Violencia Política del Cinep/PPP. 

De esta última fuente se toman los regiwstros sobre 
acciones bélicas e infracciones al Derecho Internacional 
Humanitario (DIH)”, para realizar el análisis sobre el 
conflicto armado y sus incidencias sobre la población civil. 
De las entrevistas se resaltan algunos pasajes que son 


integrados también al análisis. 





Aquí se somete a prueba la tesis del conflicto armado como recolector 
de tensiones y conflictos de carácter social y político. En este intento es 
notorio que en los territorios donde se han acumulado más situaciones 
o conflictos de orden social sin resolver, la confrontación armada se 
estima más intensa. Son también territorios donde, al parecer, la autori- 
dad del Estado se ha colocado al servicio de intereses particulares y ha 
sufrido de múltiples mediaciones informales e ilegales. Diferenciaciones 
territoriales que en efecto corresponden a distinciones de tipo social y 
político dentro de un mismo departamento. 





En este contexto, Pasto surge como el gran interrogante, ¿qué factores 
explican su lugar central en dinámicas de conflicto justo cuando es el 
asiento de gobierno más importante? De manera general, se podría ar- 
gumentar que, como capital, recibe directamente las influencias de los 








23 Ver infra, título: "Política y elecciones”. 
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hechos acontecidos en todo el departamento y reproduce en algunos de 
sus espacios urbanos y rurales las disputas de los grupos enfrentados, 
tanto a nivel militar como político. Además, el auge del narcotráfico y la 
persistencia de las bandas paramilitares ligadas a este y otros intereses 
económicos generan nuevos tipos de conflictos y retos para el Gobierno. 
No debe olvidarse que el municipio de Pasto limita, al Oriente, con Putu- 
mayo, departamento muy afectado por el conflicto armado y el narcotrá- 
fico, y recibe todas las consecuencias del contrabando y las actividades 
ilegales realizadas en la zona de frontera binacional y el Pacífico”. 





Dinámicas territoriales de conflicto armado 


Para comenzar, hay que decir que, según los datos del Cinep/PPP, entre 
1990 y 2014, se registran apenas 70 acciones bélicas” en los 10 munici- 
pios del Macizo Andino Narinense. Número muy bajo, comparado con el 
total establecido para todo el departamento en el mismo periodo, 581 
(figura 3). Es decir, se trata del 12,05 % de estos hechos. Otro aspecto 
sobresaliente es que son casos esporádicos, sin mucha continuidad en el 
tiempo y concentrados en apenas algunos municipios. Hasta 1999, Pasto 
contabiliza cuatro (4) combates”. San Lorenzo, Sandoná y San Pablo, un 
hecho cada uno; para un total de siete (7). Cabe anotar que este último 
año es importante en la historia que nos ocupa porque nace el movimien- 
to social campesino del Macizo Narinense. 





Es en territorio de Pasto, la capital, donde ocurre casi la mitad (47 %) 
de las acciones bélicas; le siguen San Pablo (19 %) y Los Andes (14 %), 
aunque en menor proporción (figura 4). En total, en el periodo analizado, 
nueve de los 10 municipios del macizo reportan acciones bélicas. En este 
escenario, desde 2008, en Pasto no se registran combates, aunque en 





24 Importantes capitales de origen ¡legal se establecen en Pasto en su proceso de 
“lavado”. 





25 Según el Cinep/PPP, esta categoría está compuesta por once tipos de hechos, 
entre los que se encuentran: combates, hostigamientos, emboscadas, sabotajes, 
incursiones, tomas, campos minados, bloques armados, etc. Estos hechos son 
inherentes a la confrontación armada y, según la definición del Cinep/PPP, son 
“aquellos actos ejecutados por los actores del conflicto armado de carácter no 
internacional que se da en el país, y que por acomodarse a las normas del Ius in 
Bello' son acciones legítimas de guerra" (Cinep/PPP, 2008, p. 47). 


26 Tipo de hecho incluido en la definición de acciones bélicas. 
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FIGURA 3 
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Fuente: Elaborado Base de datos sobre conflicto de Cinep/ Programa por la Paz, s.f. 
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FIGURA 4 
Acciones bélicas por municipios. Macizo Andino Nariñense 1990-2014 
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los años posteriores la guerrilla realiza bloqueos y sabotajes, mientras 
las Fuerzas Armadas responden con ametrallamientos y bombardeos aé- 
reos: en San Pablo, la confrontación se centra entre 1998 y 2001, el resto 
de años las acciones son esporádicas: en Los Andes, las acciones bélicas 
parecen más intensas entre 2003 y 2007, en 2014 apenas se apunta un 
nuevo hecho: en Taminango, los hechos de conflicto son esporádicos: en 
San Lorenzo se contabiliza un combate en 1993 y catorce años después 
(2007) es reportado otro, cinco años más tarde (2011), la guerrilla realiza 
un ataque: en Sandoná ocurre algo parecido, un hecho en 1995, otro en 
1998 y finalmente un combate en 2002; por separado, Colón sufre una 
sola incursión de las FARC en 2000 y en Yacuanquer se apunta un com- 
bate entre la fuerza pública y el ELN en 2002, para un total de dos. Algo 
más significativo: desde 2009 no se mencionan más de dos acciones 
bélicas por año en el Macizo Narmense. 





En resumen, el conflicto armado, medido en acciones bélicas en los 
municipios del Macizo Nariense analizados, no ha tenido la intensidad 
observada en otros municipios y microrregiones del departamento. Ni 
siquiera ha seguido la tendencia temporal acotada para Nariño (figura 3). 





Ciertamente, en 93 de los 64 municipios de Nariño se registraron acciones 
bélicas entre 1990 y 2014; es decir, cerca del 83 % se ha visto involucrado 
en el conflicto armado. Sin embargo, entre los municipios clasificados en 
esta escala, apenas Pasto, San Pablo y Los Andes aparecen señalados 
como quinto, décimo primero y décimo sexto, respectivamente (figura 5). 











En esta clasificación, Tumaco, localizado en el Pacífico Sur, ocupa el pri- 
mer lugar; seguido de Barbacoas, en la microrregión de Telembi. En Tuma- 
co se contabilizaron 134 acciones bélicas, mientras que en Barbacoas 90, 
durante el mismo periodo (1990-2014). En tercer lugar aparece Ricaurte, 
municipio del Piedemonte Costero, con 46. Otros dos municipios, que 
pueden considerarse pertenecientes a la sierra, Samaniego y Policarpa”, 
ocupan el cuarto y sexto lugar, con 37 y 28 acciones bélicas, respectiva- 
mente. De quinto está Pasto, de la microrregión Centro de Nariño, con 33 
acciones, como se anotó. 




















27 El Instituto Geográfico Agustín Codazzi clasifica a Policarpa en la microrregión 
Cordillera y a Samaniego en Abades. 
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FIGURA 5 
Acciones bélicas por municipio. Departamento de Nariño 1990-2014 
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De cualquier forma, llama la atención que la capital del departamento con- 
tabilice un número tan significativo de hechos de conflicto armado, pese a 
ser sede del Gobierno seccional y mantener un alto grado de control mi- 
litar. Como fuere, desde 2008, año en que se creó la Brigada 23 y algunos 
batallones adicionales a los existentes”, y en años posteriores (2010, 2011) 
cuando se activan otros” y se pone en operaciones la Fuerza de Tarea Pe- 
gaso, especializada en guerra irregular, la situación de seguridad de Pasto 
y Nariño, respecto a las incursiones guerrilleras, cambió de forma notoria. 











28 Inicialmente esta Brigada estuvo conformada por el Batallón de Infantería No. 9 
Batalla de Boyacá, el Grupo Mecanizado de Caballería No. 3 General José María 
Cabal, además de tener el mando de la Fuerza de Tarea Conjunta Palmares, el 
Centro de Instrucción y Entrenamiento N. 23, un destacamento de Tiradores 
de Alta Precisión y una Unidad de Servicios Administrativos; tiempo después se 
activaron el Batallón de Artillería No. 23, Batallón de Ingenieros No. 23 y un Batallón 
de Apoyo y Servicios para el Combate No. 23. En 2009 fue agregada operacional 
y administrativamente la Brigada Móvil No. 19 compuesta por los Batallones de 
Contraguerrillas No. 113, 114, 115 y 116. 


29 Batallón de Selva No 53; Batallón de Apoyo y Servicios No 23. 
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Actores y escenarios en disputa 





Repetidamente se sostuvo que la confrontación armada interna no na- 
ció en Nariño pero sus promotores sí encontraron aquí las condiciones 
acertadas para su desarrollo. Este conflicto vino de fuera y arraigó por 
la combinación de distintas variables en el territorio*. De igual forma se 
subraya* que, en este contexto, el Macizo Andino ha sido un corredor 
de movilidad de la guerrilla antes que un escenario en disputa. Ambas 
afirmaciones merecen un amplio debate investigativo; en lo que sigue se 
hacen algunas anotaciones con la intención de aportar a la comprensión 
de lo sucedido en el Macizo Andino. 











Si se observa la información referida al conflicto armado antes de 1993, 
se puede decir que este fenómeno era apenas incipiente en Nariño. Antes 
de esta fecha, el banco de datos registra apenas veinte (20) acciones béli- 
cas en once municipios: en especial, Leyva (5), Túquerres (3), El Rosario (2), 
Santa Cruz (2) y San Pablo (2), que pertenecen en su totalidad a la Monta- 
ña Narinense**, En este contexto, tan solo San Pablo pertenece a los mu- 
nicipios del análisis. Pero es precisamente en 1993 cuando se registran 
las dos primeras acciones de conflicto armado en Pasto: la primera en 
enero, protagonizada por las FARC, la segunda en septiembre, realizada 
por el ELN. De las veinte acciones señaladas, en diecisiete (17) actuaron 
las FARC; en otras dos (2) el ELN y en otra, la guerrilla participante no fue 
identificada. Claramente las guerrillas mantenían la iniciativa sobre los 
organismos gubernamentales (Ejército, Policía, Armada, etc.). Con todo, 
el número de bajas entre los bandos enfrentados era mínima. 























Entre 1993 y 1999, año en que surge el proceso organizativo al que se 
refiere esta investigación, el conflicto armado amplía su escenario: pasa 
de 20 a 45 acciones bélicas en treinta (30) municipios; entre estos se 








30 En entrevistas algunas personas afirmaron esto. 

31 Por ejemplo, ser un territorio donde el control del Estado es débil; haber conocido 
procesos de poblamiento sin regularización; estar localizado en zona de frontera 
binacional; sufrir de altos niveles de pobreza y necesidades básicas no satisfechas; 
disponer de abundantes recursos naturales; albergar economías extractivas y de 
enclave; ser escenario de la proliferación de cultivos de coca: estar en la línea de 
rutas de narcotráfico y contrabando fronterizo: los altos niveles de corrupción 
pública y privada en algunas zonas; etc. 

32 Según las entrevistas realizadas en el presente estudio. 

33 Según la clasificación más precisa por microrregiones realizada por el Instituto 
Geográfico Agustín Codazzi, Leyva y Rosario pertenecerían a Cordillera; Túquerres 
a La Sabana, San Cruz a Abades y San Pablo a Río Mayo. 
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destacan Pasto, San Pablo, Barbacoas, Cumbal, Leyva, Linares, Ricaurte, 
Samaniego, San Bernardo y Sandoná (figura 6). Una geografía más com- 
pleja debido a que aparecen siete municipios del Macizo Nariñense con 
diverso grado de participación (Pasto, San Pablo, La Unión, Los Andes, 
Sandoná, San Lorenzo y Taminango). 


Ciertamente, una expansión que compromete a la capital del departamento 
e involucra a municipios que no registraban todavía acciones de conflicto 
armado. Otro dato de importancia lo constituye la expansión de este fe- 
nómeno al Piedemonte Costero y el Andén Pacífico (Ricaurte, Barbacoas). 
También su relación con lo que ocurría entonces en Putumayo (Puerres, 
Córdoba). Como se puede observar (figura 6), en la mayor parte de los muni- 
cipios sucede apenas una acción, algunos (Leyva, San Pablo) mantienen cier- 
ta trayectoria desde años pasados (1990-1992) y rápidamente se incorporan 
otros (Barbacoas, Ricaurte, Samaniego) dónde el conflicto se intensifica. 








Este fue un periodo en el que la guerrilla mantuvo la iniciativa en el con- 
flicto. El principal actor de estas acciones bélicas es las FARC, que se 


FIGURA 6 
Acciones bélicas por municipio. Departamento de Nariño 1993-1999 
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ve involucrado en 34 de ellas. Le sigue el ELN con 10 acciones. Al EPL se 
le atribuye apenas una acción. Cabe resaltar el importante número de 
militares retenidos por la guerrilla en estos años, que alcanza la cifra de 
13. De igual forma, es importante el número de bajas en los dos extremos 
de la confrontación: 39 muertos y cuatro heridos, entre guerrilleros e 
integrantes de organismos estatales. 








La figura 7 muestra la trasformación del conflicto armado en los cinco años 
subsiguientes (2000-2005). Se agrupan estos años porque, en teoría, las 
bandas paramilitares se incorporan a la confrontación en Nariño y, unos 
años más tarde, se someten a la autoridad del Estado”. Se advierte un no- 
table incremento en las acciones bélicas: de 45 en el periodo 1993-1999, se 
pasa a 199; es decir, aumentaron más de tres veces. Con todo, el peso del 
enfrentamiento militar fue soportado por las guerrillas y las Fuerzas Arma- 
das. Al mismo tiempo, el número de municipios donde suceden los hechos 
se incrementa de 30 a 39, y aumenta en ellos el nivel de confrontación. 

















En realidad, la geografía del conflicto armado sufre una importante variación 
durante estos años (2000-2004). Los principales escenarios se localizan al 
occidente de Nariño, en las microrregiones de Telembi, Pacífico Sur y Piede- 
monte Costero*. En la Montaña, las microrregiones del Centro, Cordillera 
y Abades* marcan también niveles importantes de confrontación. Para el 
territorio de esta investigación, en el Macizo Andino, sobresale Pasto, que 
muestra un nivel muy alto de acciones bélicas (16), seguido de San Pablo (4), 
Los Andes (4) y Taminango (2). En parte, las razones de este involucramiento 
de Pasto en el conflicto habría que buscarlas en el intento de las FARC por 
llevar, en algún momento, la guerra a las comunas orientales de la capital 





A nivel de actores se tiene que las guerrillas continúan marcando el rum- 
bo de la guerra. Así, las FARC participan o son las promotoras de 125 
de las 159 acciones bélicas ocurridas, mientras que el ELN interviene en 
otras 21. A guerrillas sin especificar u a otras guerrillas se atribuyen cinco 
acciones más. Los grupos paramilitares aparecen en solo cuatro comba- 
tes con integrantes de la guerrilla, uno en Barbacoas, otro en Los Andes 
y dos en Samaniego. Finalmente, las Fuerzas Armadas (Ejército, Fuerza 
Aérea) protagonizan dos ataques a objetivos militares y un combate. En 








34 En julio de 2005 se desmoviliza oficialmente el Bloque Libertadores del Sur. 
35 Clasificación del Instituto Geográfico Agustín Codazzi. 
36 Clasificación del Instituto Geográfico Agustín Codazzi. 
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FIGURA 7 
Acciones bélicas por municipios. Departamento de Nariño 2000-2005 
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el Macizo Andino los enfrentamientos involucran a ambas guerrillas y a 
organismos de seguridad estatales; con excepción de Los Andes, no hay 
acciones de los paramilitares. Las bajas, en todos los bandos, alcanzan 
una cifra sin precedentes en el departamento: 164 muertos, un herido y 
11 integrantes de la fuerza pública retenidos. 











Entre 2006 y 2014, el panorama del conflicto se hace aún más complejo: se 
contabilizan 384 acciones bélicas en todo el departamento (figura 8). Cla- 
ramente Tumaco (115) figura como el primer epicentro de la confrontación, 
seguido de Barbacoas (31). dos municipios del Pacífico. Aparece luego Sa- 
maniego (27), localizado en la Montaña Narinense. En el Piedemonte Cos- 
tero, Ricaurte (26) está en cuarto lugar y Policarpa (17), en la microrregión 
de Cordillera, aparece de quinto. En conclusión, aunque la Llanura Pacífica 
muestra un alto número de acciones bélicas, la Montaña y el Piedemonte 
también se encuentran inmersos en la misma dinámica. En este periodo, 40 
municipios de Nariño son territorio de guerra. Esto ocurre mientras a nivel 
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nacional las cifras del conflicto armado descienden (figura9). En el Macizo 
Narinense, Pasto, Los Andes, San Pablo, San Lorenzo y Taminango son los 
municipios más afectados por este fenómeno (figura 8). 


En cuanto a actores y bajas, se tiene que las FARC son responsables y/o 
participan en 210 de las 358 acciones bélicas en todo el departamento, 
en estos hechos sufre 75 bajas entre muertos, heridos y detenidos: por 
su parte, el ELN protagoniza 20 acciones, un número sensiblemente más 
bajo, y registra 12 bajas entre sus integrantes. La primera de estas guerri- 
llas se muestra activa en Tumaco, Barbacoas, Samaniego, Ricaurte, Poli- 
carpa, Pasto, Ipiales: es decir, en los municipios de mayor confrontación. 
Al mismo tiempo, el ELN focaliza sus acciones en Samaniego, Los Andes, 
Barbacoas, La Cruz, La Llanada. Captadas así, se perciben dos dinámicas: 
mientras las FARC son expansivas: el ELN tiende a centrar en unos pocos 
territorios sus acciones. Otros 16 hechos aparecen como realizadas por 
otras guerrillas o guerrillas sin especificar. 











FIGURA 8 
Acciones bélicas por municipios. Departamento de Nariño 2006-2014 
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Fuente: Cinep/PPP. 
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En este periodo, las Fuerzas Armadas (Ejército, Policía, Armada, Fuerza Aé- 
rea, etc.) aumentan de forma visible su capacidad de respuesta y ofensiva, 
alcanzando 84 acciones bélicas: en los mismos hechos reconocen 67 bajas 
propias. Los grupos paramilitares de reciente denominación (Rastrojos, 
Águilas Negras, Nueva Generación) se ven comprometidos por primera vez 
en la dinámica de estas acciones: participan en 28 combates, donde mueren 
48 de sus integrantes y son capturados otros 10. El radio de acción ofensiva 
de estos grupos se localiza en Policarpa, Cumbitara, Tumaco, El Peñón, El Ro- 
sario, Olaya Herrera, Leyva, El Charco, Samaniego, Los Andes, San Lorenzo, 
San Pablo; estos últimos tres municipios pertenecientes al Macizo Andino. 








Las cifras de los últimos nueve años sobre conflicto armado (2006-2014) 
dan fuerza a la percepción colectiva de los nariñenses, en el sentido de 
que poco ha cambiado en esta materia, así mismo, ayudan a comprender 
su escepticismo entorno a las negociaciones de paz entre Gobierno y 
guerrilla. Mientras en otras regiones del país las acciones bélicas se redu- 





FIGURA 9 
Acciones Bélicas. Colombia-Nariño 1990-2014 








1200 


1000 


800 - 


Acciones Bélicas 


o 








: mu Colombia | 514 555 1791 [710 718 (679 [847 | 772 [693 |739 [1154 1302 [16531196 | 870 [600 [701 B83 |471 [383 [407 | 301 [496 [360 | 330 
; mum Nariño| 9|4 |7 |9 5|4]|6 7|6|10|23|22|34|14 |40|26 |32 [68 [33 |33 |23 | 31 | 62 | 37 | 39 



















































































Fuente: Cinep/PPP, 


ES) 


40 


DINÁMICAS DE LOS CON FLICTOS SOCIALES Y POLÍTICOS 
EN EL MACIZO ANDINO NARINENSE 





cen, en Nariño aumentan: todavía más paradójico, desde 2005, cuando se 
anunció la desmovilización del Bloque Libertadores del Sur, se recrudeció 
la ola de acciones paramilitares contra líderes sociales y la población 
civil en municipios como Policarpa, Taminango, El Rosario, Mercaderes 
(Cauca), Samaniego, Barbacoas, Tumaco. Nuevas formas de violencia 
sociopolítica y de control territorial, económico y político ensayaban 
algunos integrantes de estos grupos a pesar del sometimiento oficial al 
gobierno anterior (Uribe Vélez). También los grupos guerrilleros tendieron 
a reforzar su presencia: en especial, las FARC a través del Frente 29 y las 
Columnas Daniel Aldana y Mariscal Sucre y el ELN, con el Frente Comu- 
neros del Sur. Ni que decir de la intención del Estado con la activación 
de la Brigada 23 en el departamento”. Mayor presencia de estructuras 
armadas en vísperas de la firma de un acuerdo Gobierno y FARC. 

















Población civil y conflicto armado 





Según el Banco de Datos del Cinep/PPP, desde 1990, en desarrollo de las 
acciones bélicas en Nariño han muerto 39 civiles y otros 86 han resultado 
heridos. Sin embargo, en el mismo periodo y en un espectro más amplio, 
en razón de infracciones al Derecho Internacional Humanitario (DIH), 
han muerto 257 personas y 407 más han resultado heridas: la mayor parte 
de ellas, civiles. Un panorama de fuerte afectación a la población que se 
intensifica entre 1999 y 2000, con la entrada de los grupos paramilitares y 
el aumento de la confrontación Fuerzas Armadas - guerrilla en Nariño. Los 
picos más notables de este ascenso pueden observarse en 2001, 2005, 
2008 y 2012; en este último año alcanza su mayor intensidad el fenómeno 
(figuras 10 y 12). Estos datos corroboran de nuevo el ingreso "tardío" de 
Nariño al conflicto armado, el rápido involucramiento de la población civil 
en su dinámica e ilustran sobre su intensificación en años muy recientes. 











37 En 2013, esta Brigada contaba al menos con cinco batallones: Batallón de Infantería 

o. 9 Batalla de Boyacá: Grupo Mecanizado No. 3 General José María Cabal: 
Batallón de Apoyo y Servicios para el Combate ASPC- No.23; Batallón de Selva No. 
53 Coronel José María González Basgo: Batallón de Instrucción, Entrenamiento y 
Reentrenamiento No. 23 Jorge Tadeo Lozano Biter. De igual forma, se puso en 
operación el Batallón Especial Energético y Vial BAEEV No.20 y dos Grupos del 
Plan Meteoro. 





38 Esta categoría está compuesta por 32 tipos de hechos (amenazas, desapariciones, 
atentados, bombardeos indiscriminados, retención, tortura, violencia sexual, ho- 
micidios y heridos intencionales a personas protegidas, civiles muertos y heridos 
en acciones bélicas, etc.) 
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Todos los actores del conflicto armado tienen responsabilidad en las in- 
fracciones al DIH en el periodo analizado (1990-2014). Durante estos años, 
se tiene que los grupos paramilitares serían responsables de 28 de estos 
hechos, equivalentes al 6 % del total (figura 11), de los que fueron víctimas 
(entre muertos y heridos) 39 personas—principalmente homicidios en per- 
sonas protegidas—. Las guerrillas, por su parte, serían responsables de 251 
infracciones (52 %), en las cuales murieron 163 personas y resultaron heridas 
otras 256: tanto FARC como ELN habrían realizado diversos tipos de infrac- 
ciones, entre las que sobresalen: amenazas individuales y colectivas, ataques 
a bienes civiles, empleo de minas antipersonales o armas trampa, homici- 
dios y heridos intencionales en personas protegidas, etc. A los organismos 
estatales, en los que se incluyen las fuerzas armadas, se les atribuyen 110 
infracciones (civiles muertos o heridos en acciones bélicas, ataque a bienes 
civiles, asesinatos y heridos de personas protegidas, pillaje, desplazamiento 
y amenazas colectivas, utilización de civiles como escudo, etc.), que corres- 
ponden al 23 % del total y que causaron 74 víctimas, de las cuales 40 son 
muertos y 33 heridos. Como efectuadas por grupos armados sin especificar 
aparecen 44 acciones (9 %) que arrojaron 18 muertos y 56 heridos. Sin infor- 
mación permanecen 47 hechos (10 %) que dejaron 18 muertos y 47 heridos. 














FIGURA 10 
Infracciones al DIH. Departamento de Nariño 1990-2014 





Fuente: Cinep/PPP. 
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A grandes rasgos, las infracciones al DIH siguen el rumbo detectado para 
las acciones bélicas e involucran de manera acelerada a la población y las 
organizaciones sociales. Los territorios son prácticamente los mismos y 
se advierte cierta intención de golpear procesos sociales y políticos al- 
ternativos en distintos lugares. Es decir, aparecen los mismos municipios 
donde han ocurrido la mayoría de las acciones bélicas (Tumaco, Ricaurte, 
Barbacoas, etc.), pero se podría probar que las víctimas civiles tienen, por 
lo general, algún grado de organización o de tradición comunitaria que 
destacar. en otras palabras, su condición de víctima no es fortuita. Tam- 
poco los grupos armados parecen mantener una distinción muy clara 
entre combatiente y no combatiente. Comprobar esto significa corro- 
borar la tesis sostenida a lo largo de estas páginas: el conflicto armado 
es un recolector de tensiones y conflictos de carácter social y político: 
pero más allá, es también una forma de suprimir, reemplazar o enfrentar 
dichas tensiones y conflictos. En este sentido, involucra no solo a los gru- 
pos armados enfrentados sino a un conjunto muy amplio de intereses y 
actores sociales y políticos en los territorios, incluido el Estado. 











De las entrevistas realizadas, se puede concluir que al finalizar la década 
de 1990, el aumento de las infracciones al DIH coincide, en parte, con un 





FIGURA 11 
Infracciones al DIH por actores. Departamento de Nariño 1990-2014 
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repunte de la organización y la movilización social en algunos municipios 
de Nariño: en especial, por amenazas, señalamientos, desplazamiento 
forzoso y homicidios de civiles. Las cifras relativas al Macizo Andino pare- 
cen corroborar esta conclusión. Ciertamente, poco antes de 1999, se vive 
una situación de tensión social (rumores, amenazas) en municipios como 
San Pablo, Colón, Taminango, La Unión, San Lorenzo, Los Andes, que im- 
pulsó la organización campesina como respuesta a la inoperancia de los 
organismos del Estado en temas de protección y garantía de derechos 
de los civiles en zonas de conflicto. Esta organización estuvo precedida 
también por infracciones al DIH (figura 12). En aquellos años, lo sucedido 
en esta parte de Nariño se relacionaba mucho con las dinámicas de con- 
flicto armado y social prevalecientes en el Macizo Caucano (Mercaderes, 
Almaguer, San Rosa, Bolívar). 








Esta afectación se mantuvo en el Macizo Andino por lo menos hasta 
2008, año a partir del cual descienden pero no finalizan las infracciones 
al DIH. Como se ha sostenido, el epicentro de la confrontación armada 
se traslada al occidente (Tumaco, Barbacoas, El Charco, Olaya Herrera) 
y suroccidente (Ricaurte, Mallama, Cumbal) de Nariño, perjudicando a 





FIGURA 12 
Infracciones al DIH. Nariño-Macizo Andino 1990 -2014 
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Fuente: Cinep/PPP. 
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la población del Pacífico y la zona de frontera binacional (figural3). No 
obstante, Pasto se convierte también en un escenario significativo de 
ocurrencia de estos hechos, dado su carácter polarizador de distintas 
dinámicas políticas y sociales penetradas paulatinamente por el conflicto 
armado. Esta situación se intensifica justo en el año 2012, en el que el 
Gobierno de Juan Manuel Santos y las FARC anunciaban desde Oslo (No- 
ruega) la apertura pública de las negociaciones de paz. 








En ciertos aspectos, lo sucedido en Nariño se parece a lo que se evidencia 
en otras zonas de frontera (Catatumbo, Guajira, Arauca), donde la auto- 


FIGURA 13 
Infracciones al DIH. Municipios de Nariño 1990-2014 
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Fuente: Cinep/PPP. 
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ridad del Estado no ha acertado a imponerse frente a grupos ilegales de 
distinto origen. Algunos insisten en atribuir buena parte de lo que ocurre 
en el Pacífico Nariñense a las disputas entre grupos paramilitares (Clan 
Úsuga) y las FARC, pero sin duda el escenario es mucho más complejo 
dado que compromete resortes importantes del poder político y econó- 
mico de esta región del departamento. 








Así, por ejemplo, un reciente estudio (Indepaz, 2015) sostiene que en 
15 municipios de Nariño existen grupos paramilitares. Se afirma que en 
procura de sus objetivos, estos grupos se sirven de la actuación de inte- 
grantes de la fuerza pública y de otros funcionarios del Estado. Y como en 
otros lugares del país, mantienen activas alianzas e influencias en la vida 
política y económica de los municipios. 


En esas alianzas ofrecen sus servicios como aliados en contrain- 





surgencia y violencia contra opositores o comunidades cuyos de- 
rechos territoriales y sociales chocan con los poderes mafiosos y 
parapolíticos. (Indepaz, 2015, pp. 5-6) 


En otras palabras, ofrecen seguridad a cambio de beneficios relacionados 
con el poder: cercanía con jefes políticos, acceso a recursos públicos, ma- 
nejo del narcotráfico, mantenimiento de sus estructuras criminales. Esta 
descripción resulta verosímil para el caso de Nariño, donde se ha detec- 
tado la presencia de integrantes de "Los Rastrojos”, “Clan Úsuga”, "Nueva 
Generación” y “Águilas Negras” en Tumaco, por ejemplo* No obstante, 
otros grupos hacen presencia en distintos municipios del departamento 
(Samaniego**, Policarpa, Olaya Herrera, Barbacoas, Pasto, La Unión, Los 
Andes), algunos de ellos pertenecientes al Macizo Andino*. Es decir, esta 
problemática se está trasladando desde el Pacífico y el Piedemonte Cos- 
tero a la Montaña. El temor de las comunidades y organizaciones sociales 
es que, en una nueva fase de violencia política, estos grupos paramilitares 


dirijan sus actividades extorsivas y de represión contra ellas*. AS 














39 Luego de la desmovilización formal, se decía que "Los Rastrojos” ocuparon la 
Sierra y las "Aguilas Negras” el Pacífico. 


40 Aquí se habla de la presencia de integrantes del Cartel de Sinaloa. 


41 A este respecto, la situación de La Unión es preocupante: se comenta sobre la 
presencia de paramilitares en el "casco urbano”, el incremento del microtráfico y 
el asesinato selectivo de mujeres. 





42 En realidad esto ya sucede; desde 2013 se conocen amenazas y han ocurrido ase- 
sinatos de líderes (hombres y mujeres) del Macizo Andino. 
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Se ensaya aquí una descripción comprensiva de algunos 
temas sociales y políticos. Con todo, no fue posible 
dejar a un lado el fantasma de la violencia. Por esta 

razón, se encadenan distintas narraciones: primero, 
unos antecedentes del proceso organizativo; luego, 

se atiende el proceso mismo, desde la perspectiva de 
sus protagonistas; después, se dan a conocer algunas 
cifras sobre violencia político-social y derechos 
humanos; finalmente se aborda el tema electoral, 

fijando algunas características del acontecer político del 
departamento. Como en los acápites anteriores, la base 
de las aseveraciones son las entrevistas selectivas y la 
información del Banco de Datos del Cinep/PPP. 


Antecedentes 


Desde 1968 es posible referirse a acontecimientos de luchas sociales en la 
historia reciente de Nariño (Hernández, 2015)%. Alrededor de las peticiones 
de mejores servicios públicos, invasiones de tierras, movilizaciones de es- 
tudiantes y maestros, los pliegos de los sindicatos, protestas de trasporta- 
dores, se tejen las primeras historias de organización popular en los últimos 





43 La historia de levantamientos y movilizaciones sociales en Nariño es muy antigua, 
se han referenciado hechos significativos desde la Colonia: desde finales del siglo 
XVII, por ejemplo, con Agualongo. Más tarde, en el XIX, el liderazgo regional de José 
M. Obando. También el alzamiento de Quintín Lame en el siglo XX. Las consecuencias 
regionales de la política de reforma agraria al finalizar la década de 1960, hechos que 
coinciden con las protestas urbanas al finalizar el frente nacional (1974-1978). 
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cincuenta años. Así, en los años setentas, las movilizaciones campesinas e 
indígenas son seguidas por las protestas de los estudiantes y la organiza- 
ción del magisterio. En las décadas de 1980 y 1990, se conocieron experien- 
cias como el Movimiento Cívico por la Dignidad de Nariño e Inconformes, 
que conjugaron características de movimientos sociales, con fuerte acento 
territorial y aspiraciones políticas. En todos estos años, las vindicaciones de 
desarrollo regional y una mayor autonomía frente al Gobierno de Bogotá 
han estado presentes, al tiempo que se pretende abrir espacios institucio- 
nales para nuevas fuerzas políticas de oposición. Se podría decir que en 
este panorama de medio siglo, Nariño ha logrado cierta visibilidad en las 
movilizaciones y protestas a nivel regional** y nacional. 





A lo largo de los años noventa, los repertorios regionales sufren algu- 
nos cambios de particular interés: se reafirma el sentido territorial de 
las movilizaciones y las protestas: algunos gobiernos locales y munici- 
pales se abren como opciones frente al bipartidismo; las aspiraciones de 
desarrollo regional involucran nuevas dimensiones (étnica, ambiental, de 
género). Es precisamente este el escenario en el que surge el proceso 
organizativo del Macizo Nariñense. Aun así, en años anteriores, es posible 
rastrear elementos que conectan la historia social de Nariño con lo su- 
cedido en el Macizo, tal como ocurre, por ejemplo, entre 1977 y 1979, años 
de protestas cívicas, o entre 1981 y 1987, de movilizaciones campesinas e 
indígenas en todo el Suroccidente. 











En esta lógica, surge cierta geografía de la movilización y la protesta en 
el Macizo Nariñense. Se ve como ciertos municipios ganan protagonis- 
mo, son los casos de Sandoná, La Unión, Arboleda, Colón, Taminango, 
Yacuanquer, El Tablón de Gómez. Una geografía marcadamente distinta a 
la descrita arriba con referencia al conflicto armado. Una geografía social 
en expansión que demanda exámenes distintos, más cercanos a la com- 
prensión de conflictos y movimientos sociales. Ciertamente, en este te- 
rritorio los matices cambian y se conectan con lo sucedido, por ejemplo, 
en Pasto o en el Macizo Caucano. De las motivaciones relacionadas con la 
prestación de servicios públicos e infraestructura, se pasa al reclamo de 
políticas de desarrollo y a la exigencia de derechos económicos, sociales 
y culturales”, que guardan íntimo nexo con la construcción de identida- 








44 Menor que Cauca y Valle, en el Suroccidente. 





45 Derechos humanos, tierra y medio ambiente tienen aquí enorme importancia. 
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des sociales. Los interlocutores fundamentales de tales demandas son 
los Gobiernos nacional, departamental y municipales, y, en menor escala, 
los grupos armados y entidades públicas o privadas. 








El proceso organizativo 


El proceso de organización en el Norte de Nariño arranca entre 1999- 
2001, con marchas campesinas por la vindicación de derechos funda- 
mentales (tierra, vida, trabajo, educación, alimentación). Más tarde, entre 
2001 y 2002, aparece laFundación del Suroccidente y Macizo Colombiano 
(Fundesuma), que se convierte en el ente técnico y jurídico del Comité 
de Integración del Macizo Colombiano (CIMA) Nariño. En sus primeros 
momentos, la organización consistió en un trabajo educativo de mujeres, 
jóvenes y hombres: el principal eje de este trabajo fue el tema agroam- 
biental. Para su propagación se puso en marcha la metodología de las 
escuelas agroambientales a nivel municipal. 











Surgen entonces pequeños núcleos organizativos en San Pablo, Arboleda 
y San Lorenzo, que luego se replican en otros municipios. Se realizan pro- 
puestas y actividades entorno a la idea de economía propia (trueque de 
semillas, encadenamientos productivos y mercados locales)**En 2003, 
se plantea el área de mujeres y jóvenes: en su momento se trataba de 
forjar propuestas con enfoque de género que incluyeran también a los 
hombres”. Almismo tiempo, comienza la formación política para conven- 
cer a los jóvenes de permanecer en el campo**. 

















El proceso de formación se fortalece dado el estado de aislamiento de 
los campesinos y sus necesidades de organización propia. La relación en- 
tre alcaldías, gobernación y organizaciones sociales era distante, y existía 
desconfianza y polarización en razón de la propagación del conflicto ar- 
mado. Aunque en ese momento Arboleda ni San Lorenzo eran epicentro 
de este conflicto, otros municipios sí lo sufrían (Los Andes, San Pablo, 
Colón, La Cruz, San Bernardo de Albán). El número de mujeres que que- 











46 Son economías campesinas, con énfasis en la producción y procesamiento de café: 
combinadas con ganadería, producción de hortalizas, especies menores, etc.. 


47 En temas como formación de los hijos, seguridad alimentaria, conflictos familiares. 


48 Con facilidad los jóvenes tienden a migrar a la ciudad; pero, debido a sus limitacio- 
nes educativas de capacitación laboral, terminan desempeñando oficios de baja 
calidad (servicios personales) o mal remunerados. 
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dan viudas, sin hermanos o huérfanas crecía, tenían que hacer frente a las 
dificultades de sus hogares: en este contexto, las mujeres se empoderan 
de su situación para salir adelante. 








Hoy en día, incluso, las escuelas agroambientales están más nutridas de 
mujeres que de hombres. En los años de mayor enfrentamiento armado 
(1998-2005), las movilizaciones de mujeres fueron por la exigibilidad de 
derechos ante la Gobernación y el Estado central. La organización y las 
movilizaciones fueron pretexto para la estigmatización de los campesi- 
nos, especialmente en San Pablo y Colón. Las alcaldías poco protago- 
nismo asumían, se escudaban en la pobreza de sus recursos, además, 
eran de orientación tradicional (liberales o conservadoras), poco dadas a 
gobiernos alternativos o a gestionar el cumplimiento de los acuerdos de 
las movilizaciones anteriores. Es en este contexto que las exigencias en 
temas de derechos humanos toman mayor fuerza. 














El conflicto armado llega tarde al norte de Nariño, en contados muni- 
cipios se habían registrado hechos de violencia relacionados con este 
fenómeno antes de 1998. Los municipios más golpeados habían sido San 
Pablo, Los Andes, San Bernardo Albán y La Cruz; un poco más lejos, Leiva, 
Policarpa, El Rosario, Samaniego. Las FARC llegan primero, con el Frente 
29: luego hace presencia el ELN con el Frente Comuneros del Sur. La gue- 
rrilla se limitó a realizar tránsitos por este territorio, que era parte de una 
ruta que comunicaba el Macizo Andino con la Costa Pacífica. Fueron po- 
cas las tensiones o los conflictos entre los habitantes y estos grupos; sin 
embargo, son recordadas las "tomas” de algunas cabeceras municipales 
y los fuertes enfrentamientos con la fuerza pública (policía y ejército). 











La entrada del Bloque Sur de la Autodefensas Unidas en 1999 cambia el 
panorama del conflicto armado. Este bloque se instala en Colón-Génova, 
por ser un lugar estratégico, y desde allí somete a la población civil con 
pago de cuotas y controles permanentes al tránsito de personas y mer- 
cancías. La intención de los paramilitares fue clara: cortar el corredor 
de tránsito de la guerrilla desde la cordillera a la costa y establecer un 
sistema de captación de rentas y de influencia política en esta parte de 
Nariño. Para eso, extienden su influencia a otros municipios: Arboleda, 
La Unión y San Pablo. Realizan asesinatos selectivos, persiguen a las or- 
ganizaciones comunitarias, implantan la esclavitud sexual a las mujeres 
y promueven el narcotráfico. Un periodo de total oscurantismo y terror. 
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Pese a su desmovilización formal en 2005, las estructuras paramilitares 
se mantienen en el territorio. Al poco tiempo, sus integrantes se asientan 
en las cabeceras municipales de municipios como La Unión, Policarpa y 
Samaniego donde mantienen redes de extorsión, microtráfico y violencia, 
en complicidad con algunos integrantes de la fuerza pública. Se especula 
también sobre la entrada de emisarios del Cartel de Sinaloa a esta parte de 
Nariño. Todo esto supone la reorganización y la implantación de una nueva 
estructura del narcotráfico y microtráfico en el Macizo Andino. En sínte- 
sis, la presencia paramilitar no ha dejado de sentirse en todo este tiempo 
(2005-2015), continúan las estigmatizaciones, amenazas y asesinatos. 

















En este difícil contexto, la fortaleza del proceso organizativo campesino 
ha consistido en permanecer en el territorio; ha resistido las presiones 
para desplazarse”. Con ello ha construido confianza y ha fortalecido su 
arraigo a la tierra. A la resistencia se sumó, poco a poco, el reconocimien- 
to a su labor, en especial, de Naciones Unidas y organizaciones no guber- 
namentales como Cinep/PPP. Al lado de estas fortalezas: sin embargo, 
persisten las amenazas, encarnadas, desde 2010, en las concesiones 
mineras y en proyectos de ley como el que intenta crear las Zonas de 
Interés de Desarrollo Rural y Económico (Zidres*9). 














El camino todavía es incierto porque no se reciben del Estado las señales 
que posibiliten una inserción institucional efectiva de las vindicaciones cam- 
pesinas. Al mismo tiempo, los Gobiernos locales son débiles y se encuen- 
tran inmersos en otras lógicas de funcionamiento, a veces distantes de las 
aspiraciones campesinas. Por todo esto, el movimiento campesino insiste 
en llevar a la práctica los planes de vida digna, cuyo objetivo estratégico 
es alcanzar un alto grado de sostenibilidad económica, social y ambiental: 
ligado a esto está la propuesta de territorios campesinos agroalimentarios. 





Ciertamente, desde 2010, la oposición a las pretensiones de explota- 
ción minera de algunas empresas extranjeras ha dado nuevo impulso 
a la organización campesina. El escenario de estos conflictos han sido 
municipios como San Lorenzo, Arboleda y Los Andes; los antagonistas: 
comunidades y empresas (Gran Colombia Gold y Anglo Gold Ashanti). 
Las primeras han realizado movilizaciones, gestiones políticas, bloqueos, 











49 En Nariño, según cifras oficiales (URT), los cinco municipios más afectados por 
despojo o abandono de tierras son: Pasto, El Charco, Policarpa, La Cruz y Los Andes. 


50 Ley 1776 del 29 de enero de 2016. 
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etc., dentro de una lucha que encarna su derecho al territorio: por este 
camino han crecido en solidaridad, afirmación, autonomía, formas de 
pensar. Estas acciones se encuadran también en las dinámicas sociales a 
nivel nacional?! En esta misma trama, la intervención del Estado (nacional 
y departamental) es fundamental para decidir la suerte del movimiento 
campesino. Un conflicto social tan sensible no escapa a la temática que 
se desarrolle en la mesa de negociaciones entre el Estado y los grupos 
guerrilleros, en especial, con el ELN. 








Violencia político-social y derechos humanos 


En esta sección se explora la noción de violencia política”, por considerarse 
de interés en el tema que se expone. En especial, se ilustran los hechos relati- 
vos a la violación de los derechos humanos* y a la violencia político-social**. 





Violencia político-social 

De entrada se pueden mencionar las cifras disponibles sobre secues- 
tro en Nariño, delito atribuido por completo a los grupos guerrilleros. 
Entre 1996 y 2012, ocurrieron 46 hechos de este tipo que dejaron un saldo 
de 149 víctimas. A las FARC se atribuyen 25 secuestros, individuales y 
colectivos; Al ELN otros 15. Los casos restantes, seis, al EPL (2), a otras 
guerrillas (1) y sin información (3). 








51 A este respecto vale la pena recordar las movilizaciones campesinas de 2013 y 2014. 


52 Se toma aquí la definición realizada por el Banco de Datos del Cinep/PPP (2008), 
según la cual: 

Es aquella violencia ejercida como medio de lucha político-social, ya sea con 

el fin de mantener, modificar, sustituir o destruir un modelo de Estado o de 

sociedad, o también con el fin de destruir o reprimir a un grupo humano con 

identidad dentro de la sociedad por su afinidad social, política, gremial, étnica, 

racial, religiosa, cultural o ideológica, esté o no organizado. (p. 6) 


53 Violencia ejercida "por agentes del Estado o por particulares que actúan con el apo- 
yo, tolerancia o aquiescencia de las autoridades del Estado" (Cinep/PPP, 2008, p. 8) 


54 Violencia ejercida por: 

Grupos o personas ajenas al Estado y a la insurgencia, pero impulsados por 
motivaciones ideológico-políticas que los llevan a actuar en contra de quienes 
tienen otras posiciones o identidades, o de quienes conforman organizaciones 
de las antes mencionadas. En ocasiones los autores son identificables como 
ajenos al Estado y a la insurgencia; en otras, la identidad de los autores no 
es posible determinarla pero sí hay elementos para identificar los móviles. El 
elemento identificable en todos estos casos es la motivación. Dentro de esta 
categoría se clasifican algunas prácticas de la insurgencia que en estricto 
sentido no se pueden calificar como infracciones al Derecho Internacional 
Humanitario, tales como el secuestro y algunas prácticas de limpieza social; 
pero que se originan en un evidente móvil político. (Cinep/PPP, 2008, p. 12) 
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Por municipios, se tiene que en territorio de Ipiales ocurrieron seis 
secuestros; otros cinco en Pasto, Ricaurte y Samaniego, para un total 
de 15: en Tumaco, 4: en Cumbal, 2: también en Funes dos. Finalmente, 
otros 1ó municipios registran un secuestro. En los municipios del Macizo 
Andino referenciados en este trabajo, aparte de Pasto, solo Yacuanquer 
aparece con un hecho de esta naturaleza. En este contexto sobresalen 
tres secuestros colectivos realizados por las FARC: en mayo de 2001, 17 
personas en Pasto; en enero de 2002, 15 personas en el Tablón de Gómez: 
en julio de 2011, 20 personas en Tumaco. 








Con toda su visibilidad social, este delito no arrojó ninguna víctima mortal. 
Al parecer, las 149 víctimas de secuestro mencionadas se mantuvieron 
vivas. No ocurrió igual con otros delitos. De hecho, el banco de datos 
registra 368 personas muertas y 117 heridas como consecuencia de la 
violencia político-social en Nariño, entre el 1 de noviembre de 1999 y el 
31 de marzo de 2015. De estos totales, 333 fueron asesinatos por perse- 
cución política: en los hechos donde ocurrieron estos asesinatos, otras 
Ó65 personas resultaron heridas: en ocasiones, situaciones acompañadas 
también de secuestros y torturas. Sobre los presuntos responsables, se 
desconoce su identidad en la mayor parte de los casos. 








Entre los cinco municipios donde ocurren el mayor número de asesinatos 
por percusión política están: Tumaco, con 286 muertos y 38 heridos: Bar- 
bacoas, 19 muertos, cuatro heridos: Mosquera, 11 muertos: Olaya Herrera, 
ocho muertos; El Charco, cinco muertos, un herido. En los municipios del 
Macizo Andino, solo aparecen Los Andes, con tres muertos y un herido, y 
Pasto, con un muerto. Según esta información, un solo municipio, Tuma- 
co, concentra cerca del 66,5 % de las víctimas. De otra parte, por intole- 
rancia social, a manos de grupos de "limpieza social”, fueron registrados 
en todo el departamento, durante el mismo periodo, 34 asesinatos y seis 
heridos: la totalidad de estos en Pasto, Tumaco y Cuaspud?”. 


Derechos humanos 

En Nariño, entre enero de 1990 y marzo de 2015, el mayor número de 
víctimas mortales por violaciones a los derechos humanos corresponde 
a las ejecuciones extrajudiciales y asesinatos por persecución política, 
que sumados alcanzan 414 personas. Le siguen las ejecuciones por abuso 
de autoridad, con 26 muertes y las ejecuciones por intolerancia social 





55 Pasto: 20 muertos y seis heridos: Tumaco: siete muertos; Cuaspud, siete muertos. 
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con otros 22 homicidios. Sobre los autores de los mencionados asesi- 
natos, de 102 casos no se dispone de información. De las ejecuciones 
extrajudiciales se sabe que las Fuerzas Armadas y de Policía son respon- 
sables de 64 muertes y los paramilitares de otras 246 (AUC, Rastrojos, 
Urabeños, etc.): mientras a las FARC se les atribuyen dos. La totalidad de 
ejecuciones por abuso de autoridad son responsabilidad de las Fuerzas 
Militares, de Policía u otros órganos gubernamentales. De manera similar, 
de la mayor parte de las ejecuciones por intolerancia social se inculpa a 
los grupos paramilitares. Además, todos estos tipos de violencia parecen 
relacionarse, de una forma u otra, con el conflicto armado. 














Como si fuera poco, además de las ejecuciones y asesinatos extrajudi- 
ciales mencionados, en Nariño se contabilizan, en el periodo referido, 245 





FIGURA 14 
Violaciones a los DD.HH. por Municipio. Nariño 1990-2015 
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heridos: 127 desapariciones: 74 casos de tortura; 449 amenazas y 186 de- 
tenciones arbitrarias, para un gran total de 1.464 víctimas de violaciones 
a los derechos humanos. 


Por municipio se tiene que los primeros 10 municipios que muestran he- 
chos relacionados con violaciones de derechos humanos en Nariño son: 
Tumaco, Pasto, Barbacoas, Ricaurte, Policarpa, Olaya Herrera, El Charco, 
Ipiales, Samaniego y Leyva. De los municipios incluidos en este trabajo, 
aparte de Pasto, aparecen: La Unión, con cuatro hechos, lo mismo que 
Taminango; San Pablo y Sandoná, cada uno con tres, y Colón, con uno. 
Estos datos corroboran el argumento sostenido hasta aquí, en el sentido 
de que el Macizo Andino no ha sido un escenario de primer orden dentro 
del conflicto armado en el contexto nariñense. 








Política y elecciones 

Es posible detectar por lo menos tres dinámicas electorales en el Macizo 
Nariñense desde 1997. La primera relacionada con el consecutivo de Go- 
biernos departamentales de corte “alternativo”. La segunda relacionada 
con el influjo de representantes a la Cámara y el Senado en las eleccio- 
nes locales. La tercera relativa a las características municipales de la vida 
política. Tres dinámicas relacionadas entre sí. 

















Así, en momentos en que surge el proceso organizativo campesino en 
el Macizo, aparecen en el escenario político-electoral de los municipios 
nuevas siglas que parecen anunciar gobiernos de corte cívico. En efec- 
to, a juzgar por las siglas, cinco de los 10 municipios eligen este tipo 
de gobiernos en 1998. En la capital, la influencia de la antigua Alian- 
za M-19 parece impulsar al alcalde electo: en San Lorenzo aparece el 
Movimiento de Integración Regional como ganador, dos coaliciones 
triunfan en La Unión y Yacuanquer; en San Pablo parece suceder otro 
tanto: en Colón-Génova, figura el Movimiento Actitud Renovadora: el 
liberalismo accede a tres alcaldías: Los Andes, Sandoná y Taminango: en 
Arboleda-Berruecos ganan los conservadores. Con todo, el énfasis en 
las coaliciones o movimientos políticos oculta la permanencia de vie- 
jas prácticas políticas, muy relacionadas con las actividades de “jefes” 
electorales. 














Estos jefes son parlamentarios, a la sazón, liberales y conservadores, con 
notable poder en todo el departamento, incluido el Macizo Andino. En 
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esta lógica, para 1997, las votaciones más altas a la Cámara de Repre- 
sentantes fueron para Javier Tato Álvarez M., liberal: Miriam A. Paredes 
Aguirre, conservadora; Carlos E. Enríquez Maya, conservador”, y Berner 
Zambrano E., por el Movimiento de Integración Regional. En consecuen- 
cia, el triunfo de uno u otro candidato a las alcaldías de los municipios 
señalados, podría depender, en buena medida, de sus vínculos con estos 
políticos de marcada trayectoria departamental. En otro rango, las vota- 
ciones más altas para el Senado, en Nariño, fueron para María M. Londoño 
e Ingrid Betancourt del Movimiento Oxigeno, y otros candidatos de origen 
conservador: Juan M. Ospina y Fabio Valencia Cossío. En la Gobernación 
asume un representante del Partido Liberal, Jesús Rosero Ruano. 








En las elecciones de 2000, la situación de las alcaldías no parece cam- 
biar mucho. Por el contrario, parece confirmarse el funcionamiento del 
mencionado engranaje político a nivel departamental. Así, en los Andes, 
San Lorenzo y Tlaminango gana el Partido Conservador; en Sandoná y 
San Pablo, el Movimiento Político Comunal y Común: en Arboleda, el Mo- 
vimiento Fuerza Progresista; en Colón-Génova, el Movimiento Conver- 
gencia Popular Cívica y en Yacuanquer, el Movimiento de Integración Re- 
gional. Sin embargo, en un hecho que pudiera considerarse significativo, 
la Alcaldía de Pasto es ocupada por Eduardo José Alvarado, candidato 
del Movimiento de Participación Social. Aún más importante, es elegido 
gobernador Parmenio Cuellar Bastidas, quien inaugura una etapa en la 
política de Nariño”. 


Ciertamente, entre el alcalde de Pasto y el gobernador de Nariño, se 
da continuidad a una relación política que ha tenido impacto en todo el 
departamento. Sin duda, Parmenio Cuellar rompe, en la práctica, con 
la tradición de sucesión de gobernantes conservadores y liberales en 
Nariño, mientras que Eduardo Alvarado la mantiene e intenta renovarla 
imprimiéndole nuevos visos. Los grandes logros de Cuellar fueron co- 
menzar el proceso de saneamiento de las finanzas departamentales, 
sub-regionalizar la inversión pública y continuar un sistema de decisiones 




















56 En 2008, la Corte Suprema de Justicia adelantó indagaciones preliminares contra 
Paredes Aguirre y Enríquez Maya por presuntos nexos con grupos paramilitares. 
Tiempo después, la Sala Penal de esta Corte dictó acto imhibitorio a favor de estas 
personas. 





57 Este candidato es apoyado por una convergencia de sectores de izquierda y tradi- 
cionales de Nariño. 
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basadas en los presupuestos participativos”. El contraste que introdujo 
esta gobernación fue fuerte porque la burocracia del Estado en Nariño 
consumía buena parte de los recursos públicos y estaba dominada por 
algunos de los jefes electorales mencionados arriba. Desde otra orilla, 
Alvarado intenta dar continuidad a la vieja forma de hacer política, a 
través de mayor eficiencia administrativa: esto sucede en un momento 
clave, justo cuando corrientes cercanas a Álvaro Uribe comienzan a te- 
ner notoriedad nacional. Cabe recordar la cercanía de Alvarado con altos 
funcionarios del futuro presidente*”. En resumen, el desempeño de estos 
mandatarios ilustra el espectro de variaciones entre lo alternativo y la 
sujeción a las directrices del poder central*. 














Durante las elecciones presidenciales de 2002, en Nariño los favori- 
tismos estuvieron divididos, aunque el ganador indiscutible fue Álvaro 
Uribe Vélez. En Pasto, este candidato triplica la votación de su principal 
oponente, Horacio Serpa. En otros municipios esta victoria es también 
clara: San Lorenzo, Los Andes y Yacuanquer. Por el contrario, en otros 
las preferencias están divididas y el triunfo de Álvaro Uribe fue más dis- 
putado: San Pablo, Arboleda-Berruecos, Colón-Génova. El candidato del 
Partido Liberal, Horacio Serpa, gana con claridad en La Unión, Sandoná y 
Taminango. La votación por otros candidatos, Nohemí Sanín (Movimiento 
Sí Colombia) y Luis E. Garzón (Frente Social y Político), también fue signi- 
ficativa, aunque mucho menor, en el departamento. 





Este mismo año, los representantes a la Cámara elegidos por Nariño fue- 
ron casi los mismos del periodo anterior: Myriam Paredes A., conserva- 
dora, encabezó la votación: seguida de Manuel Enríquez Rosero, del Movi- 
miento Convergencia Popular Cívica: Eduardo Enríquez Maya, conservador 
y Javier Tato Álvarez M., liberal. En este contexto, la novedad fue Manuel 
Enríquez, perteneciente al movimiento cercano al gobernador Parmenio 
Cuellar. Para el Senado, algunos de los candidatos más votados en los 








58 En la alcaldía de Navarro Wolff ya habían iniciado los cabildos donde se definían 
presupuestos participativos. 


59 La carrera profesional y política de Eduardo Alvarado está ligada al sector salud, 
donde ha sido viceministro, en distintos gobiernos, especialmente, entre 2004 y 
2008, con Alvaro Uribe. 


60 Sus trayectorias personales también evidencian estas variaciones: Alvarado viene 
de la izquierda y termina en el Centro Democrático; Cuellar inicia en el Nuevo 
Liberalismo y mantiene alianzas con el Polo Democrático y sectores de la política 
tradicional en Nariño. 
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municipios del Macizo Andino fueron: Carlos Salvador Albornoz Guerrero, 
conservador; Darío Martínez Betancourt, liberal: Eduardo Edmundo Albor- 
noz Jurado, Movimiento Equipo Colombia: José Darío Salazar, Movimiento 
Unionista; Sonia Escrucería, liberal: Aurelio Iragorri H., liberal; Antonio Na- 
varro W., por “otros partidos y movimientos”: Germán Vargas Lleras, por el 
Movimiento Colombia Siempre y Luis Eladio Pérez B., liberal”. Algunos de 
estos candidatos al Senado eran o serían cercanos al nuevo presidente. 


En 2003, los recién creados círculos uribistas desplegaron su poder 
para tomar el control electoral en Nariño. A través de sus congresistas 
hicieron esfuerzos importantes. Como fuere, por partido, estos fueron 
los resultados en las alcaldías: Arboleda, el Movimiento Equipo Colombia: 
Colón-Génova, Partido Conservador; Los Andes, Partido Conservador; 
Pasto, Movimiento de Convergencia Popular Cívica (Raúl Delgado); San 
Lorenzo, Movimiento Conservatismo Independiente; San Pablo, Movi- 
miento de Integración Regional: Sandoná, Partido Polo Democrático 
Independiente: Taminango, Partido Liberal: Yacuanquer, Movimiento Equi- 
po Colombia. Como Gobernador fue elegido Eduardo Zúniga Erazo, del 
Movimiento de Convergencia Popular Cívica y continuador de la obra de 
Parmenio Cuellar”. A partir de este año, también los parlamentarios de 
Nariño lanzan una ofensiva para apoderarse de los cargos burocráticos 
más importantes del departamento, controlan el presupuesto del Estado, 
negocian contratos con particulares y, la mayor parte de ellos, apoya la 
política de seguridad democrática. Incluso por esta época se extienden 
los rumores, no confirmados, de gigantescas compras de votos y de ne- 
xos entre importantes parlamentarios de Nariño y grupos paramilitares. 











Sin embargo, las elecciones parlamentarias de marzo de 2006 muestran 
algunas variaciones interesantes. Mientras que para la Cámara de Repre- 
sentantes, el Partido Conservador recibe la mayor votación y elige dos 
candidatos (Myriam Paredes y Oscar Bravo Rialpe), el Polo Democrático 
alcanza la segunda votación y gana una curul con Pedro Vicente Obando. 
En tercer y cuarto lugar, lograron representación el Movimiento de In- 





61 Aquel año, las votaciones más altas a nivel nacional correspondieron a Alfredo 
Ramos (Movimiento Equipo Colombia): Antonio Navarro (independiente): Germán 
Vargas Lleras (Movimiento Colombia Siempre). Samuel Moreno Rojas (Anapo) 
y Carlos Gaviria (Movimiento Frente Social y Político). Algunos de estos con 
significativa preferencia en el Macizo Andino Nariñense. 


62 En realidad Raúl Delgado, elegido en Pasto, y Eduardo Zúñiga eran "de la cuerda" 
de Parmenio Cuellar. 
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tegración Regional, con Berner León Zambrano, y el Partido Liberal, con 
Javier Tato Álvarez. En este caso, resalta la significativa votación por el 
Polo, frente a representantes de vieja data. Para el Senado, la votación en 
Pasto también mostró un favoritismo por los candidatos de este partido 
de izquierda*% en segundo lugar, estuvo el Partido de Unidad Nacional, 
Uribista: en tercer lugar, el Partido Conservador: luego se colocaron 
Cambio Radical y el Partido Liberal. 








Algo parecido ocurrió en los demás municipios del Macizo. En Arboleda, el 
Polo Democrático alcanzó el 41,46 % de los votos; le siguieron el Partido 
Conservador con el 30,11% y los liberales con el 9, 19 %. También en Colón 
triunfó el Polo, con 49,94 % de los sufragios: después, se ordenaron los 
partidos Conservador (19,26 %) y Liberal (11,62 %).En La Unión, el Partido 
Conservador llegó al 36,70 % de los votos: el Polo Democrático registró 
19,77 % de los mismos: otros partidos, Colombia Democrática, 16,48 % y 
Liberal, 9,68 %. En Los Andes se impuso el Polo Democrático (61,30 %), se- 
guido de los partidos Conservador (12,63 %) y Liberal (6,24 %). En Sandoná, 
el Polo Democrático obtiene 31,47 % de la votación: el liberal, 20,70 %; el 
conservador, 11,98 % y la Unidad Nacional 11, 58 %. En San Lorenzo, el Polo 
Democrático se lleva el 52 % de los sufragios: seguido de los conserva- 
dores, (22,80 %), Cambio Radical (10,60 %) y la Unidad Nacional (3,05 %). 
En San Pablo gana el conservatismo (27,15 %); muy cerca se coloca el Polo 
Democrático (25,28 %): después están los liberales (20,98 %) y el Partido 
Social de Unidad Nacional (15,75 %). En Taminango están los liberales (29,08 
%): los conservadores (26,71 %): el Polo (20,15 %) y la Unidad Nacional (7,79 
%). Por último, en Yacuanquer, el Polo alcanza 41,14 %; los conservadores, 
16,99 %.: los liberales, 12,46 %, y la Unidad Nacional, 10,99 %. 








Todo lo anterior para decir que en siete de los 10 municipios del Macizo 
Narinense, incluido Pasto, los candidatos al Senado del Polo Democrático 
alcanzan mayoría y en otros dos obtienen votaciones significativas. Sin 
duda, en esta lógica, el ganador fue Parmenio Cuellar**. Sin embargo, otros 
candidatos al Senado, de origen o arraigo narinense, obtuvieron triunfos 
comparables. Este fue el caso de Manuel Enríquez Rosero, del Partido So- 





63 Lejos estuvieron los candidatos del Polo Democrático de exhibir unanimidad; la 
votación más alta fue para Parmenio Cuellar, seguido de Jaime Dussan y Gustavo 
Petro. Otras votaciones fueron minoritarias (inferiores a mil votos). 





64 A nivel nacional, Cuellar es elegido senador y su votación se encuentra en tercer 
lugar dentro del Polo Democrático, después de Gustavo Petro y Jorge Robledo. 
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cial de Unidad Nacional; también de Eduardo Enríquez Maya, conservador*; 
lo mismo que José Darío Salazar Cruz, conservador, y Aurelio Iragorri H., 
político de amplia trayectoria con asiento en Cauca. Cabe resaltar, el triun- 
fo contundente de los candidatos uribistas a Senado en 2006. 


Como fuere, el 28 de mayo de ese mismo año las votaciones mostraron 
un marcado acento Uribista en el Macizo Andino. Como se recordará, 
ese día se jugó la reelección presidencial. En Pasto se impuso el pre- 
sidente-candidato con poco más del 50 % de la votación: seguido del 
candidato del Polo Democrático, Carlos Gaviria, con cerca del 40 % 
del mismo total; el candidato liberal, Horacio Serpa, obtuvo apenas el 
6 % de los sufragios. En otros cinco municipios ganó Uribe Vélez, algu- 
nos de ellos, zonas de conflicto armado, con clara presencia de grupos 
paramilitares o guerrilleros (San Pablo, San Lorenzo, La Unión), y otros 
de menor nivel de conflictividad (Arboleda, Colón-Génova). Con todo, 
el candidato de izquierda, Carlos Gaviria, obtuvo una votación de im- 
portancia: en Yacuanquer, municipio de tradición conservadora, alcanzó 
el 65 % de la opinión, mientras Uribe Vélez llegó al 26 %. Algo similar 
ocurrió en Taminango, donde Gaviria Díaz se llevó el 52 % de la elección, 
seguido de Horacio Serpa con 31 % y Uribe Vélez con apenas 14 %. El 
Polo Democrático también ganó en Sandoná, municipio afectado por el 
conflicto; allí Gaviria Díaz alcanzó el 56 % de los sufragios, en tanto que 
Uribe Vélez un poco más del 26 %. En Los Andes se repitió esta historia: 
Carlos Gaviria, 65 %: Uribe Vélez, 22 %. Sin duda, el Partido Liberal fue el 
gran derrotado en esta jornada política. 





En 2007, la Gobernación de Nariño es ocupada por un candidato del Polo 
Democrático, Antonio Navarro W., mientras que la Alcaldía de Pasto que- 
da en manos de un representante del Movimiento Político Opción Pasto, 
Eduardo Alvarado. En esta ocasión, la relación entre gobernación y al- 
caldía de la capital tampoco fue buena. Llama la atención que el Partido 
Conservador alcanzara cuatro alcaldías (Arboleda, Los Andes, San Pablo 
y Taminango). En Colón-Génova gana el Partido Verde Opción Centro: 
en La Unión, el Movimiento Colombia Viva; en Sandoná, Cambio Radical; 
en San Lorenzo, el Movimiento Alternativa Comunitaria, y en Yacuanquer, 
el Movimiento de Integración. Entre aquel año y 2011, Antonio Navarro 
alcanza un nivel importante de liderazgo como gobernador. A parte de 





65 En 2006, por primera vez es elegido Enríquez Maya al Senado; como se señaló, en 
años anteriores fue representante a la Cámara 
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continuar la tarea iniciada como alcalde y recogiendo el legado de an- 
teriores administraciones (Parmenio Cuellar y Eduardo Zúniga), Navarro 
Wolff enfrenta una difícil situación de conflicto armado, protesta social 
y aumento de la criminalidad en el departamento”. Buena parte de esta 
criminalidad se originaba en el crecimiento del narcotráfico. En el Macizo 
Andino, las alcaldías parecen atrapadas en el viejo juego de intercambio 
de favores políticos y burocráticos con sus jefes políticos en el Congreso. 








Las elecciones parlamentarias de marzo de 2010 muestran reacomodos y 
nuevos liderazgos a nivel departamental. Por el partido Conservador, son 
elegidos Oscar F. Bravo Realpe y Diela Liliana Benavides Solarte. El Partido 
de la "U" saca a Berner León Zambrano”. Con el Partido Liberal continua Ja- 
vier Tato Álvarez. Y por el Partido de Integración Nacional, aparece Bayardo 
Gilberto Betancourt Pérez. Algunas caras y partidos nuevos en el contexto 
de Nariño. No obstante, en los municipios del Macizo Andino, estos mismos 
nombres encabezan las votaciones, lo que confirma la perfecta alineación 
entre los sempiternos o nuevos jefes políticos, los mecanismos electorales 
y los intereses locales. Con todo, llama la atención la significativa votación 
por Raúl Delgado Guerrero de la Alianza Social Indígena que, sin embargo, 
no logra una curul. Para el Senado también se observan algunos cambios: 
para comenzar, antiguos representantes a la Cámara ocupan ahora curules 
en el Senado. Estos son los casos de Myriam Paredes A., Carlos E. Enríquez 
Mayay Manuel Mesías Enríquez. Otros nombres aparecen: Guillermo García 
Realpe y Camilo Romero. Otros sufren un descenso electoral, esta es la 
situación de Parmenio Cuellar. 




















En 2011, es elegido gobernador Raúl Delgado Guerrero*, en representa- 
ción de la Unidad Regional por un Nariño Mejor. Proveniente de sectores 
de izquierda, este gobernador alcanza también un alto nivel de liderazgo 
en el departamento y de interlocución con el Gobierno central en Bogotá. 
Al mismo tiempo, se caracterizó por ser un buen conocedor de las pro- 
blemáticas de los municipios y un buen negociador de intereses y conflic- 











66 Navarro hace un plan de desarrollo muy participativo: divide el territorio de 
Nariño en subregiones; crea cabildos por subregiones y logra consensos para la 
inversión. Sin embargo, todavía el departamento se encontraba bajo la Ley 550 y 
los recursos públicos eran muy limitados. 


67 Este congresista había sido elegido antes a nombre del Movimiento de Integración 
Regional. 





68 Como se mencionó, venía de intentar una curul en la Cámara de Representantes 
en 2010. 
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tos. Delgado Guerrero llega apoyado por parlamentarios de distinto tinte 
partidista”, y realiza un proceso de planificación participativa en Nariño. 
De esta forma reúne un nivel de consenso en torno suyo que difícilmente 
lograron anteriores gobernadores. En otro orden, a nivel de municipios, se 
tiene una visible favorabilidad para el partido Cambio Radical, que obtiene 
la Alcaldía de Pasto, con Harold Guerrero, y otras tres de importancia (La 
Unión, Los Andes y San Pablo). Tanto el partido Conservador como el Libe- 
ral alcanzan, cada uno, dos alcaldías; el primero, Arboleda y Yacuanquer. el 
segundo, Sandoná y Taminango. En Colón gana un aparente movimiento 
cívico (Unidad por el Progreso) y en San Lorenzo la Alianza Social Indepen- 
diente. Sin embargo, en este periodo se reeditan los distanciamientos de 
un gobernador proveniente de sectores de izquierda, aunque con alianzas 
con diversos partidos, y un alcalde de Pasto apoyado por Germán Vargas 
Lleras, con tendencias, en algunos casos, abiertamente opuestas. 














En las elecciones de marzo de 2014 se reafirma el poder de la clase 
política del departamento. Sus integrantes más destacados perma- 
necen en el Senado o la Cámara y aumentan su caudal electoral. A la 
cabeza de los senadores está Myriam Paredes Aguirre, conservadora. 
Le sigue muy de cerca Guillermo García Realpe, liberal, que en pocos 
años alcanza notables triunfos electorales. Luego aparece otro político 
de amplia trayectoria, Carlos E. Enríquez Maya, conservador. También 
están Javier Tato Martínez, liberal, y Manuel Mesías Enríquez, del Partido 
de la "U” Más lejos, con votaciones sensiblemente inferiores, se encuen- 
tran otros senadores, de mayor o menor recorrido en Nariño: Antonio 
Navarro W. y Ricardo Romero de la Alianza Verde: Carlos Lozano, Jorge 
Robledo, Alexander López, Iván cepeda y Jesús Alberto Castilla del Polo 
Democrático. Por su parte, en la Cámara, el grupo de nariñenses está 
compuesto por: Berner Zambrano, Partido de la “U”; Liliana Benavides, 
conservadora: Oscar Bravo Realpe, conservador; Bayardo Betancourt, 
Opción Ciudadana y Neftalí Correa Díaz, Partido Liberal. Algunos de es- 
tos muy reconocidos y otros nuevos en el escenario departamental. Al 
igual que hace más de 10 años, se mantienen los rumores, por confirmar, 
de nexos de algunos de estos jefes políticos con actividades ilegales”. 




















70 El origen de estos rumores está en el Pacífico, particularmente en Tumaco, 
donde algunos herederos políticos de la familia Escrucería han sido blanco de 
acusaciones de corrupción administrativa y compra de votos. 

69 En este sentido alcanza consenso entre diversos intereses, lo apoyan, por ejem- 
plo, Parmenio Cuellar, Myriam Paredes, Eduardo Zúñiga, Guillermo García Realpe, 
Javier Tato Álvarez, etc. 
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Durante la segunda vuelta presidencial de 2014, algunos resultados ilustran 
las oposiciones partidistas y, hasta cierto punto, ideológicas. En Pasto, el 
candidato-presidente, Juan Manuel Santos, alcanza el 69 % de la votación, 
un notable triunfo. No así en otros municipios: en Arboleda, el candidato 
del Centro Democrático obtiene el 71 % de la favorabilidad: en Colón-Gé- 
nova, poco más del 49 % y en La Unión, el 62 %. En los demás municipios, el 
triunfo de Juan Manuel Santos fue evidente: Los Andes, 82 %; Sandoná, 72 
%; Taminango, 74 %; Yacuanquer, 63 %; San Pablo, 61 %, y San Lorenzo, 92 %. 
Claramente, el uribismo había hecho carrera en el Macizo Andino Narimense. 


En octubre de 2015, los resultados electorales de las alcaldías muestran 
el triunfo de Pedro Obando, por el Movimiento Ciudadano, en Pasto. En 
Arboleda gana una coalición (Cambio Radical, Partido Verde): en Colón, 
Cambio Radical: en La Unión, el Partido Liberal: En Los Andes, también 
el Partido Liberal; Igualmente, en Sandoná, el Partido Liberal: en San Lo- 
renzo y San Pablo el Partido Alianza Social Independiente: en Taminango 
el Partido Conservador y en Yacuanquer Cambio Radical. De otra parte, 
Camilo Romero por el Movimiento “Somos Nariño” gana, por estrecho 
margen, la Gobernación. 





Estos últimos resultados electorales crean el actual contexto político del 
departamento y, en concreto, del Macizo Andino. Un dato significativo: la 
disputa por la Gobernación fue encabezada por un sector de coalición 
regional que respaldó a Camilo Romero y otro más cercano al presidente 
Juan Manuel Santos”. Lo que esto pueda significar en el futuro está por 
verse. Del nuevo alcalde de Pasto, Pedro Obando, se esperan grandes 
realizaciones debido a su pasado académico y político: se le considera un 
continuador de la línea “alternativa” en Nariño. 


En este mismo contexto, el proceso organizativo campesino del macizo o 
norte nariñense parece haber realizado algunos avances, pequeños pero 
significativos: han modificado su manera de pensar respecto a las eleccio- 
nes, hoy aceptan la necesidad de ganar en este escenario. Se tuvieron can- 
didatos a la Asamblea y a la Gobernación en 2015 y se apoyó a un candidato 
electo al Senado en 2014. En estos mismos momentos (2016), se mantiene 
buena relación con seis o siete de los nuevos alcaldes del macizo, además 
de Pasto, y se ha logrado de ellos comportamientos receptivos frente a 




















71 El candidato respaldado por el partido de gobierno, se llama Jhon Alexander Rojas 
Cabrera. 
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algunas propuestas del movimiento campesino. Pareciera que puntos 
sensibles de las vindicaciones campesinas se abren paso entre otros sec- 
tores sociales y políticos: en las zonas rurales y urbanas; entre capas más 
diferenciadas dentro del departamento. Sin duda, nuevas sensibilidades e 
intereses frente, por ejemplo, al tema del cuidado del agua o los efectos de 
la gran explotación minera se posicionan, aunque no con igual contenido, en 
las agendas de política pública de partidos con distinto origen ideológico. 





Parece difícil establecer una relación directa entre las dinámicas de con- 
flicto social o armado y los procesos electorales en Nariño. Existe una re- 
lativa distancia entre estas facetas de la vida pública en el departamento. A 
diferencia de otros departamentos, la clase política luce menos permeada 
por las actividades e intereses de los grupos paramilitares. En otro senti- 
do, los Gobiernos municipales poco tienen que ver con las movilizaciones 
y protestas campesinas ocurridas en el Macizo Andino desde 1999. Aun 
así, la gran excepción a este panorama es Pasto. En un sentido que po- 
dría valorarse como positivo, desde la Gobernación y en ciertos periodos 
de administración municipal, se han puesto en marcha políticas públicas 
que intentan superar situaciones sociales críticas derivadas del conflicto 
armado, la inequidad o la pobreza. Como fuere, es clara la interconexión 
de dimensiones y lógicas del acontecer político, un tanto difíciles de com- 
prender: si por un lado surgen movimientos o partidos políticos con visio- 
nes abiertas al cambio y la renovación, sobre todo en las gobernaciones, 
por otro, los parlamentarios controlan, a la vieja usanza, variados aspectos 
del funcionamiento del Estado en el departamento, haciendo las veces de 
intermediarios y apropiándose de su poder. Sin embargo, gobernadores y 
parlamentarios se necesitan para alcanzar sus respectivos propósitos. Los 
partidos políticos, aligual que en otros departamentos, no muestran mucha 
consistencia ideológica: pesan mucho más en sus balances los intereses y 
el manejo de la burocracia y los presupuestos públicos. Mientras tanto, en 
los municipios, las elecciones guardan un estricto acato a las decisiones 
de los jefes políticos (parlamentarios, exgobernadores, presidentes). poco 
espacio existe para las preocupaciones y desvelos concretos de sus habi- 
tantes; en el mejor de los casos, estas y aquellos se “filtran” de cara a las 
conveniencias nacionales del momento. ¿a 




















"CONCLUSIONES 





Este fue un acercamiento rápido a un proceso organizativo de larga tra- 
yectoria y a una historia regional de conflicto muy compleja. Por tales 
motivos, las conclusiones son cautas. De entrada se podría decir que el 
territorio analizado admite diferentes miradas y análisis dependiendo de 
los ángulos desde donde se observe. Así, ver las dinámicas analizadas 
partiendo de la historia del Macizo Colombiano supondría tal vez un giro 
significativo, dado que sería analizar, como una misma trayectoria, lo su- 
cedido en Cauca y en esta parte de Nariño; quizá entonces la noción de 
territorio no sería la misma, al incluir municipios de ambos departamen- 
tos sin reparar en los límites político-administrativos: incluso, agregando 
otros de Huila y Putumayo. Esta posibilidad debería tenerse en cuenta 
para futuras investigaciones. Sin embargo, aquí se adoptó la mirada del 
proyecto “Construyendo paz con equidad desde Nariño”, un encargo 
contractual, que luego se compaginó con las visiones de algunas de las 
personas entrevistadas, integrantes de Fundesuma, sobre el territorio. 
El epicentro de estas últimas percepciones es Pasto y, por extensión, 
Nariño. En consecuencia, esta fue la noción de territorio que se trabajó. 




















A pesar de esto, la noción escogida no fluyó de igual forma para todos 
los análisis: en especial, mostró ciertas restricciones para comprender el 
conflicto armado en Nariño. Por eso fue necesario ampliar dicho análisis 
y relacionarlo con otras microrregiones o provincias del departamento. 
Aun así quedó corto al no incluir dinámicas del mismo fenómeno preva- 
lecientes en el Piedemonte de Putumayo y el Sur del Cauca. En honor a 
la verdad, debería decirse que la noción de territorio que se ensayó está 
en construcción y su concreción obedece a los intereses del proceso 
organizativo liderado por Fundesuma: intereses, por demás, legítimos. Es 
probable que a la vuelta de algunos años, la misma noción de territorio 
sufra cambios importantes, dependiendo de la evolución del proceso or- 
ganizativo y de la suerte del proceso de paz en ciernes. De resultar exitoso 
este último, seguramente veremos un territorio ampliado muy ligado a la 
delimitación natural y humana del Macizo Colombiano, con ramificaciones 
en distintos departamentos y muy cercano a la concepción de provincia 
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o región. Este nuevo territorio sería obra del esfuerzo participativo de las 
comunidades campesinas y sus organizaciones sociales, que alcanzaría 
legitimidad y reconocimiento institucional. Sería un mapa surgido de la 
creación de múltiples territorialidades, una nueva geografía para la paz. 


Por esta vía se habría cumplido con parte esencial de las reivindica- 
ciones que hoy levanta el movimiento campesino del Macizo Andino. 
Esta sería la prueba de su éxito; un nuevo reordenamiento territorial, 
producto del afianzamiento de su identidad social y cultural. Esta es la 
raíz de la construcción de la paz en Nariño y, en buena parte, del país. 
Ciertamente, lo que dibuja el proceso organizativo que se analizó es una 
geografía de la paz, distinta a la que ha trazado el conflicto armado y 
que tiende a desarticular territorios ancestrales, como lo descrito, por 
ejemplo, para el caso del Andén Pacífico. En esta lógica, sería deseable 
escuchar las propuestas de los representantes de los habitantes de 
este último territorio, para recomponer un mapa entero para Nariño 
y, posiblemente, para todo el suroccidente del país. Un nuevo mapa de 
la paz, nacido del reconocimiento de los derechos de las comunidades 
afros, indígenas y campesinas”. 




















De otra parte, la historia del conflicto armado en los municipios de 
Nariño analizados sigue la trayectoria detectada para todo el Macizo 
Colombiano, más asociada a Cauca y Huila. Quizá Pasto se distancia 
de esta trayectoria dados sus profundos vínculos con el Piedemonte 
Amazónico y el Pacífico Narinense: es decir, aquí el comportamiento del 
fenómeno asume otras dinámicas. Se tiene entonces que, por razones 
históricas, de poblamiento o relacionadas con la política y con las de- 
cisiones de los grupos armados, es posible caracterizar o reconstruir 
singularidades de este tipo de conflicto en los 10 municipios del Macizo 
y en el resto del departamento. Además de Pasto, son San Pablo y Los 
Andes los municipios más afectados por los enfrentamientos bélicos: un 
municipio, Arboleda-Berruecos, no registra ningún hecho de esta natu- 
raleza desde 1990. Incluso, lo sucedido en los municipios del estudio se 
distancia de otros de relativa proximidad, como Policarpa y Samaniego, 
donde el conflicto armado ha tenido relevancia. En repetidas ocasiones, 
los entrevistados caracterizaron nueve municipios —con excepción de 














72 Cabe recordar que en Nariño existen cerca de 71 resguardos indígenas y 56 
consejos comunitarios de población afro. 
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Pasto— como un corredor de tránsito de las guerrillas desde el maci- 
zo a la Costa Pacífica. En este sentido, La Unión juega un papel clave, 
dada su peculiaridad como centro de confluencia de flujos económicos, 
comerciales y sociales en los municipios aludidos. En conclusión, una 
historia del conflicto armado en esta parte de Nariño demanda involu- 
crar de otra forma a los territorios, reconstruir otro ordenamiento, de 
acuerdo con la naturaleza misma del fenómeno. 





Por esto también es preferible hablar de proceso organizativo y vindica- 
ciones sociales de nuevo cuño cuando nos referimos a los municipios 
del macizo donde tiene asiento Fundesuma; es otra geografía la que 
se reclama, notoriamente distinta a la del conflicto armado. Incluso 
distinta a otra que se quiera reconstruir tomando como base las movili- 
zaciones y las protestas sociales en cerca de cuarenta años de historia. 
Esta característica fue precisamente lo que se quiso destacar en estas 
páginas, la gestación de una geografía de la paz, prospectiva, como se 
dijo arriba. En efecto, el territorio empieza a jugar ahora como una va- 
riable definitiva para consolidar la paz. Un territorio de vida para sus 
habitantes, para aquellos que durante décadas o siglos han permaneci- 
do allí: no para quienes, desde fuera, intentan borrar la historia social y 
política de un pueblo. 














En esta lógica toma sentido la insistencia de las comunidades de que el 
Gobierno debe negociar la paz con ellas y no solo con los grupos insur- 
gentes. Por eso tanta incredulidad con el proceso de La Habana y tanta 
cautela con las negociaciones que se inician con el ELN. Las problemá- 
ticas locales y regionales deberían tener un espacio central en tales ne- 
gociaciones. Una cosa es la negociación política con insurgencias que 
se convertirán en partidos o movimientos políticos, otra cosa son los 
procesos sociales con aspiración de autonomía y sus propuestas y rela- 
ción frente al Estado. Un nuevo tipo de institucionalidad gubernamental 
y legal: formas más activas y decisivas de participación de la sociedad en 
asuntos públicos y políticos. 











El contenido de los acuerdos de paz puede resultar insuficiente para al- 
canzar el propósito que se ha trazado: trasformar el país. La desaparición 
de la guerrilla puede significar algo distinto al logro efectivo de la paz. A 
ojos vistos se reorganizan y se extienden los grupos paramilitares por el 
territorio y Nariño se convierte en el departamento con mayor cantidad 
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de cultivos de coca en el país (17.285 ha, en 2014); localizados principal- 
mente en el Pacífico (Tumaco, Barbacoas, Francisco Pizarro, El Charco). 
Dos problemáticas que advierten de la fuerte dinámica que conserva el 
narcotráfico en la zona de frontera colombo-ecuatoriana. Finalizado el 
enfrentamiento armado, otras dinámicas como estas —narcotráfico y 
coerción paramilitar— podrían dominar el territorio y no necesariamente 


solo en los lugares muy apartados, como lo ejemplifica Pasto. AS 
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